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EL CENTRO ESTUDIANTES 
DE DERECHO Y CIENCIAS 
SOCIALES. 


RESUELVE: 


Auspiciar la publicación del libro 
“Las doctrinas de la federalización 
y de la legislación exclusiva en el 
derecho público argentino” del pro- 
fesor doctor Lucio M. Moreno Quin- 
tana, quien, en la conferencia que 
pronunciara el 5 de julio de 1928 en 
la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la Universidad de Buenos 
Aires, diera a conocer una acabada 
síntesis del contenido y los aspectos 
fundamentales de esta obra que el 


Centro patrocina atendiendo a su in- 
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discutible mérito científico, al interés 
demostrado por los estudiantes y a 
la actualidad del tema cuyo estudio 
y difusión es necesario favorecer en 
una Democracia Representativa, res- 
petuosa de sus instituciones, cons- 
ciente de sus deberes y celosa defen- 
sora de sus garantías constitucionales. 


Buenos Aires, julio de 1928. 


V. E. Márquez Bello, 


Presidente. 


Oscar E. Hasperué Becerra, 


Secretario de publicaciones. 


DEDICATORIA 


¡Jóvenes alumnos! A vosotros, que mit- 
rando sin prejuicios hacía el porvenir, 
elaboraréis la mayor grandeza de la Ar- 
gentina de mañana, dedico este modesto 
exponente de mi labor en la sistemati- 
zación del derecho público argentino y 
digo: ¡No olvidéis nunca que son los 
hombres colocados en el poder, meros 
accidentes en la vida republicana, y es 

| el culto de las instituciones el funda- 
| mento esencial de todo sistema regular 
de gobierno; pero no dejéis de com- 
prender tampoco que, sin el esfuerzo 
democrático y la suma de la voluntad 
popular, las instituciones, las leyes, los 
mandatarios, mismo, son meras expre- 
siones escritas, carentes de sentido en la 
realidad! 


EL AUTOR. 


Buenos Aires, julio de 1928. 


DOS PALABRAS 


Cabe afirmar que el motivo de 
este trabajo lo constituye, esencial- 
mente, la importancia que dimana 
de su título. Porque las doctrinas de 
la federalización y de la legislación 
exclusiva del Gobierno Federal en el 
territorio de las Provincias revisten, 
en el derecho público argentino, una 


trascendencia notable que afecta a la 


base misma de la organización instt- 
tucional de la Nación. 


Hemos reputado, hoy más que 


nunca, necesaria la sistematización 
de tales doctrinas jurídicas, porque la 
propia Suprema Corte de Justicia de 
la Nactón no parece abrigar acerca de 
ellas una teoría definida y satisfacto- 
ria, y sí bien gran parte de sus fallos 
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dan razón de las mismas conforme 
a los antecedentes de la organización 
constitucional del país, otros de ellos 
sancionan una teoría simplista y 
atentatoria de la soberanía provin- 
cial, y contraría, por consiguiente, a 
la establecida en los primeros. 


Sí una reacción, entonces, que fije 
desde un punto de vista objetivo y 
sintético, aunque debidamente com- 
prensivo, de acuerdo con las extgen- 
cias de los métodos científicos de hoy, 
el alcance de las diversas cuestiones 
promovidas por la interpretación del 
art. 67, inc. 27, de la Constitución 
Nactonal—en esencia el núcleo de es- 
te trabajo, y como, en todo caso, el 
presente libro lo pretende—, no se 
hiciera sentir, el resultado, como pue- 
de fácilmente colegirse, sería lamen- 
table para la futura solución de tras- 
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_cedentales problemas del federalismo 
argentino. 

El origen de nuestro estudío sobre 
la matertía, estriba en la sentencia que, 
en nuestro carácter de juez en lo cívil 
y comercial de La Plata, pronuncía- 
mos el 5 de octubre de 1927 en el 
juicio ordinario que, por cobro de la 
suma de $ 3.016.410 m/n., prove- 
niente de impuestos y multas, le si- 
guió el Fisco de la provincia de Bue- 
nos Altres al Frigorífico Swift, la que 
contiene en potencia, la doctrina que 
ahora pretendemos calificar y sinte- 
tizar más definidamente. 

Dos partes fundamentales const- 
deramos en la presente obra; obser- 
bando un método que finca en ir de 
la teoría a la práctica y de lo general 
a lo particular, la mayor exactitud 
de sus conclusiones. De ahí que en la 
primera parte, dedicada exclusiva- 
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mente a la teoría del tema propuesto, 
radiquemos la dilucidación de los tér- 
minos jurídicos del problema; y, en 
la segunda, encaminada a la expost- 
ción de las aplicaciones prácticas, ha- 
gamos una reseña de las aplicaciones 
de mayor interés ofrecidas por el re- 
ferido art. 67, inc. 27. Y que, como 
mejor coronanuento de la labor em- 
prendida, al propio tiempo que como 
modesta contribución a la perentoria 
obligación que pesa sobre el Con- 
greso Nacional de dictar sobre la ma- 
tería una legislación orgánica, presen- 
temos en el Epilogo de esta obra un 
proyecto de ley pertinente. 

Si con ello logramos el objetivo 
propuesto al emprender este trabajo, 
excusamos decir que se verán por de 
más colmadas nuestras aspiraciones 
de estudioso. 


EL AUTOR. 
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CAPITULO I1 


LOS TERMINOS GENERALES 
DEL PROBLEMA 


1. Su trascendencia institucional. — 2. Ne- 
-cestdad de sentar una teoría orgánica so- 
bre la cuestión. — 3. Inexistencia de la 
soberanía nacional en el territorio de las 
Provincias. — 4. Derecho de jurisdic- 
ción de la Nación en las Provincias. — 
5. Método de interpretación constitucio- 
nal. — 6. Bibliografía. 


- 1. — Resultaría verdaderamente 
ocioso encarecer la trascendencia del 
tema elegido dentro del derecho pú- 
blico argentino, si se considera que 
afecta el fundamento básico de la or- 
ganización institucional de la Nación 
que, merced a la exacta o inexacta in- 
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terpretación del art. 67, inc. 27 de la 
Constitución Nacional, puede ver re- 
gularizado o perturbado el ritmo de 
su desenvolvimiento. Las provincias 
que, como la de Buenos Aires, litigan 
ante los jueces sobre la plenitud de 
sus facultades soberanas en los terri- 
torios presuntamente sometidos al 
ejercicio de una legislación exclusiva 
por parte del Gobierno Federal, han 
comprometido la razón misma de su 
existencia articulada por el Pacto Fe- 
deral,. 


2.—Y cabe, ante tales circunstan- 
cias, intentar establecer de una vez 
por todas, de acuerdo a la doctrina 
fragmentaria de los publicistas, la 
teoría general sobre la que puedan 
tener asidero jurídico efectivo las 
muy diversas situaciones de hecho 
existentes dentro del territorio de la 
República, y que a la legislación ex- 
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clusiva o a la federalización, atañen 
directa o indirectamente. Cómo se 
ejerce, bajo el imperio de la disposi- 
ción constitucional de referencia, 1: 
jurisdicción nacional en el territorio 
de las Provincias en aquellos “luga- 
res adquiridos por compra o cesión 
para establecer fortalezas, arsenales, 
almacenes u otros establecimientos de 
utilidad nacional”, en cuanto al pri- 
mer aspecto señalado, es parte del 
problema a resolver. Y lo comple- 
menta la determinación de las condi- 
ciones para que la federalización pro- 
ceda. | 

3. — De consuno, recalcamos el 
término jurisdicción, por cuanto en- 
tendemos que sólo de ella puede ha- 
blarse en los casos precitados y nunca 
de soberanía, dado que, de existir en 
el territorio de las Provincias la so- 
beranía nacional exclusiva, los luga- 
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res sometidos a ella dejan de perte- 
necer a la soberanía provincial para 
pasar al dominio pleno y eminente 
de la Nación. No es jurídico, por 
consiguiente, de este punto de vista, 
referirse al imperio de la soberanía 
de la Nación en el territorio de las 
Provincias porque esos lugares han 
dejado de ser provinciales por fede- 
ralización. En tal caso la Nación no 
hace sino reflejar su soberanía en te- 
rritorios que, por cesión expresa de 
la Provincia que aliena su propla so- 
beranía, pertenecen a la plenitud de 
su dominio eminente. 


4, — Ha de decirse, entonces, en 
los casos de discusión, que la Nación 
ejerce simplemente en el territorio de 
las Provincias, un derecho de jurts- 
dicción que la Constitución le atribu- 
ye, conforme a ciertos requisitos, en 
casos determinados. 
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5. —La interpretación de nume- 
rosos artículos de la Constitución 
Nacional, como el que motiva esta 
exposición previa de la cuestión pro- 
puesta, sólo adquiere claridad y fun- 
damento, muchas veces, merced a un 
cotejo con otras cláusulas que defina 
el espíritu y el alcance del precepto 
legal porque todo el plan de la Carta 
Magna argentina responde a un idén- 
tico propósito, a una finalidad his- 
tórica que descansa sobre la vida real 
de su articulado y que es, por lo tan- 
to, incontrovertible. El método com- 
parativo — que tan buenos frutos 
suele rendir en el estudio del desen- 
volvimiento de las instituciones ju- 
rídicas — es muy factible de aplicarse 
también para el debido entendimien- 
to de la Constitución Argentina, pero 
debe ser empleado con cautela, ya que 
nuestra Constitución no es una copia 
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servil de la de los Estados Unidos, 
como algún publicista lo ha preten- 
dido: ha sido hecha para el pueblo 
argentino respondiendo a las necesi- 
dades verdaderas de su vida de rela- 
ción en el orden colectivo, acredita- 
das a través de cuatro décadas de vida 
inorgánica pero independiente, hasta 
la reunión en Santa Fe del Congreso 
Constituyente de 1853, y cimenta- 
das por raíces hondas durante el pe- 
ríodo colonial (1). 

Ello no significa, malgrado, que 
las fuentes constitucionales de los Es- 


(1) Véase Juan A. González Calderón, 
Derecho Constitucional Argentino. Buenos 
Aires, 1917-1926, t. III, págs. 235-294; 
José Nicolás Matienzo, Lecciones de dere- 
cho constitucional. Buenos Aires, 1926, 
pág. 39; Arturo M. Bas, El Derecho Fe- 
deral Argentino. Buenos Aires, 1927, t. l, 
págs. 17 y 46. 
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tados Unidos y la jurisprudencia de 
su Corte Suprema no deban en caso 
alguno servir como elemento de in- 
terpretación del texto argentino. Co- 
mo la jurisprudencia de la propia 
Corte argentina lo ha establecido y la 
doctrina lo ha señalado, la jurispru- 
dencia de la Suprema Corte de los 
Estados Unidos es aplicable respecto 
de aquellas disposiciones de la Cons- 
titución Argentina que, expresamen- 
te, no se hayan separado del texto 
norteamericano (1). 

6. — En cuanto a la bibliografía 
existente sobre la materia, dijimos ya 
que la doctrina de los publicistas sólo 
era fragmentaria. Y digamos ahora 
que semejantes doctrinas jurídicas no 
son pasibles de ser expuestas median- 


(1) Véase Arturo M. Bas, op. cit., t. l, 
pág. 46; Fallos de la Suprema Corte Na- 
penal, €. L pág. 317; LXVIIL 227. 
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te una interpretación exegética de la 
disposición referida de la Constitu- 
ción Nacional, porque en países como 
la República Argentina donde la ela- 
boración de las instituciones ha su- 
frido un largo período evolutivo, 
existen en la propia historia nacional, 
en los antecedentes de la organización 
institucional, en los precedentes cons- 
titucionales, en la doctrina de los pu- 
blicistas y en las opiniones manifes- 
tadas por los hombres de Estado, en 
las decisiones judiciales y, en los in- 
formes y resoluciones de orden gu- 
bernativo, en fín, elementos de juicio 
inapreciables para la solución de la 
cuestión aludida. Pero bueno es con- 
signar, siquiera, quiénes son los pu- 
blicistas y constitucionalistas que han 
mencionado algunas de las bases ju- 
rídicas de la materia. Citaremos, en 
- tal caso, de entre los tratadistas, cro- 


A bo: APA 


LAS DOCTRINAS DE LA “FEDERALIZACION” 


nológicamente, a José Manuel Estra- 
da, Curso de Derecho Constitucional, 
Federal y Administrativo. Buenos 
Aires, 1895; Enrique García Mérou, 
Curso de Instrucción Cívica, XXI 
ed.; Agustín de Vedia, Constitución 
Argentina, Buenos Aires, 1907; Joa- 
quín V. González — uno de los au- 
tores que, casualmente, mejor aprecia 
la distinción jurídica entre la federa- 
lización y la legislación exclusiva—, 
Manual de la Constitución Argenti- 
na, 6* ed.; Juan A. González Calde- 
rón, Derecho Constitucional Ar- 
gentíno, Buenos Aires, 1917-1926; 
Clodomirto Zavalía, Jurisprudencia 
de la Constitución Argentina, Bue- 
nos Aires, 1924; id, Derecho Público 
Provincial y Muntcipal, Buenos Ai- 
res, 1928; José Nicolás Matienzo, 
Cuestiones de Derecho Público Ar- 
gentino, Buenos Aires, 1925; Artu- 
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ro M. Bas, Derecho Público Pro- 
vincial, reeditado como El Derecho 
Federal Argentino, Buenos Aires, 
1927. Y, respecto a los autores de 
monografías, dictámenes, alegatos, 
sentencias y otros trabajos: Luis 
Reyna Almandos, ex Asesor de Go- 
bierno de la provincia de Buenos 
Aires; Vicente Fidel López, ex Pro- 
curador del “Tesoro de la Nación; 
Enrique V. Galli, ex abogado -del 
Fisco de dicha Provincia en el juicio 
contra el Frigorífico Swift; Luis G. 
Quijano, actual abogado del Fisco 
en el mismo juicio; y, el autor de 
este trabajo, en su carácter de juez 
en lo civil de La Plata que senten- 
ciara el precitado juicio. Existen, 
también, algunos trabajos escritos 
sobre la materia por aficionados, 
como el de Julio A. Quesada, titu- 
lado La soberanía nacional en las 
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Provincias, Buenos Aires, 1917, que 
revisten utilidad indudable desde el 

punto de vista de la recopilación de 
antecedentes administrativos y de 
documentos oficiales como ser leyes, 
decretos, dictámenes, proyectos, etc. 


ANDA, >. CPE 


CAPITULO HU 


EL SISTEMA FEDERAL 
DE GOBIERNO 


1. Expresión política orgánica. — 2. Pre- 
existencia histórica y no constitucional 
de la Nación sobre las Provincias. — 
3. Reserva de poderes provinciales. — 
4. Regla de delimitación. — 5. Teoría 
del general Mitre (discurso de 14 de 
setiembre de 1869). — 6. Pacto Fede- 
ral, Acuerdo de San Nicolás y Pacto de 


San José de Flores. — 7. Soberanía y 
autonomía. — 8. Vigencia cronológica 
de la unión nacional. — 9. Las provin- 


cias del año 53 y las posteriores. 


1. — Si se entresacare de la histo- 
ria del pueblo argentino, y en parti- 
cular de los antecedentes de su orga- 
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nización institucional y de la forma- 
ción coetánea de la Constitución que 
actualmente lo rige, consecuencias 
fundamentales, se destacaría por su 
trascendencia el sistema federal de 
gobierno, que aparece en su expresión 
política orgánica como el trasunto 
fiel del espíritu inorgánico de las 
campañas argentinas. Cómo se han 
formado en la evolución de las insti- 
tuciones dos Órdenes de gobierno, na- 
cional y provincial, lo explica la his- 
toria institucional del país; que por 
no consagrar ese hecho consumado la 
Constitución unitaria de 1819, trajo 
el desorden, el caos político del año 
20 — la lucha épica de las campañas 
contra las ciudades, como dijera el 
genial Sarmiento en su Facundo o 
Civilización y Barbarie—, y retrasó 
de más de tres décadas la organiza- 
ción definitiva de la Nación. El he- 
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cho cierto, en esa evolución, es el 
referido: el sentimiento profunda- 
mente federal de la gran masa del 
país, no obstante haber heredado de 
la organización del gobierno durante 
la Colonia y, en especial, del Virrei- 
nato del Río de la Plata, una tradi- 
ción centralista y unitaria. 


2. — Luego de una evolución his- 
tórica que no es del caso detallar aquí 
—por de más conocida—, hacen 
paulatinamente su aparición en el 
territorio argentino las Provincias, y 
asumen todo el poder del propio 
gobierno dentro de sus límites terri- 
toriales (1). La Nación ha preexis- 
tido, es verdad, en el orden histórico 


(1) Bien entendido que, al referirnos a 
los límites territoriáles de las Provincias, 
sólo lo hacemos presuntamente, o, más 
bien, significando con ellos la extensión de 
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a las Provincias; y las Provincias van 
a preexistir siempre a la Nación a 
través de la elaboración constitucio- 
nal. Esa es la verdad inconcusa de 
nuestra organización federativa de 
gobierno (1). 

3. —Para la actual Constitución 
—+transacción evidente entre los sis- 
temas federal y unitario de gobierno, 
con primacia legal del primero sobre 
el segundo (art. 1*)—, el concepto 


bo 


las zonas provinciales hasta dónde pudo 
ejercerse una autoridad efectiva por parte 
de sus respectivos gobernadores, comandan- 
tes generales de campaña, o, simplemente, 
de sus caudillos. 


(1) Véase Matienzo, op. cit., págs. 34- 
39; González Calderón, op. ctt., t. 1, Bue- 
nos Aires, 1917, págs. 383-386; íd., t. IIL 
Buenos Aires, 1923, pág. 446; Clodomiro 
Zavalía, Derecho público provincial y mu- 
nicipal. Buenos Aires, 1928, págs. 134 y 
sig. y 145-146. | 
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antes apuntado se revela en todo su 
vigor: las Provincias, entidades pri- 
marías del derecho público argentino, 
son las depositarias de la soberanía 
del pueblo y, por ende, del impertum 
necesario para gobernarse. Han dele- 
gado al Gobierno Nacional, por vir- 
tud del pacto expreso que significa 
la Constitución, aquellos poderes y 
facultades que éste había menester 
para realizar la obra de conjunto. De 

_modo que el poder público argentino 
originario ha estado depositado en 
las Provincias, y no en la Nación. 


4. — El Gobierno de las Provin- 
cias viene a ser así la regla y el de la 
Nación la excepción. Los poderes 
concedidos por la Constitución al 
Gobierno Federal son expresos y li- 
mitados; los atribuídos a las Provin- 
cias, en cambio, son discrecionales. Si 
se dudare acerca de si una facultad 
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no enumerada expresamente entre 
las atribuídas por la Carta Magna al 
Gobierno Federal, perteneciere a éste 
o a las Provincias, la norma consti- 
tucional exige que se atribuya a estas 
últimas, núcleos depositarios origina- 
rios—<como dijimos—-de la soberanía 
argentina. Basta referirse, para tal, a 
la doctrina de los arts. 5, 13, 67 in- 
cisos 8, 14 y 27, 104, 105, 107 y 
108 de la Constitución Nacional 
(1). Fallos continuos de la Suprema 
Corte de la Nación han venido a ro- 
bustecer el alcance inequívoco de las 
disposiciones constitucionales men- 
cionadas (2). 


(1) Véase, especialmente, González Cal- 
derón, op. cit., t, TIL, págs. 445-451, 480- 
482. 


(2) Véase Suprema Corte Nacional, Fa- 
llos, t. L, págs. 170 y 174; HL, 131; VIL 
373; IX, 474; XIL 456, etc. 
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5. — Así lo entendió el general 
Mitre — como lo establece la prece- 
dente doctrina — cuando, en su dis- 
curso del 14 de setiembre de 1869 
en el Senado Nacional, dijera: “El 
poder nacional no se ha reservado 
sinó aquella parte de alta soberanía 
necesaria para dirigir el conjunto y 
en cuanto al territorio, no se ha dado 
más que el indispensable para residir, 
subordinándose por lo demás a la 
condición de propietario civil, dentro 
de las soberanías territoriales de los 
estados provinciales. El Gobierno Fe- 
deral, no posee, a título de soberano, 
en el orden federal, sinó el territorio 
suficiente para pisar y moverse y ac- 
cidental y condicionalmente, los te- 
rritorios que guarda para emancipar- 
los más tarde” (1). 


(1) Véase Diario de Sesiones, año 
1869, pág. 851. 
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6. — Y así surge también de los 
precedentes constitucionales inmedia- 
tos de la Carta de 1853 como el 
Pacto Federal de 4 de enero de 1831, 
suscrito por las provincias de Bue- 
nos Aires, Santa Fe y Entre Ríos, 
adhiriéndose posteriormente Corrien- 
tes; y, el Acuerdo de San Nicolás de 
31 de mayo de 1852; declarando el 
primero que las Provincias se recono- 
cen su libertad e independencia y, el 
segundo, instituyendo al primero en 
el carácter de Ley Fundamental. Á 
su vez, el Pacto de San José de Flo- 
res de 11 de noviembre de 1859 
entre la provincia de Buenos Aires y 
la Confederación, reconoció implíci- 
tamente la plenitud de la soberanía 
provincial. 

7. — No puede haber duda a raíz 
de lo expuesto, que el término auto- 
nomía, para referirse a la suma del 
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poder público conservado por las 
Provincias después de dictada la 
Constitución, es impropio. Hay au- 
tonomía en aquellos estados, domi.- 
nios o entidades del derecho público 
donde el Poder Central ha ido ha- 
ciendo a su favor una delegación 
paulatina o inmediata de atribuciones 
de gobierno — en cuyo último caso 
el concepto pertinente es el de eman- 
cipación—, lo que llega a establecer, 
en un momento dado, la noción de 
la autonomía política, como es el caso 
del Canadá, de Nueva Zelandia, de 
Africa del Sur o de Australia, dentro 
del British Commonwealth of Na- 
tions (1). Pero el general Mitre em- 
pleó, con respecto a la esfera de 


(1) Véase Clodomiro Zavalía, Sobera- 
nía y autonomía, Revista de la Facultad de 
Derecho de Buenos Aires, t. VI, n* 20, ju- 
lio-setiembre de 1927, 
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acción de las Provincias dentro del 
sistema gubernativo argentino, el tét- 
mino autonomía, creyéndolo sin du- 
da más adecuado que el de soberanía 
para fortalecer la unión nacional. 
Era, sin embargo, inexacto. .. (1). 

8. — Y, de todas maneras, como 


la delegación expresa de poderes por 


las Provincias al Gobierno Federal se 
hacía sin limitación alguna en cuanto 
al tiempo, sino “por los siglos de 1 

siglos '—para emplear la eclesiástica 
y gráfica expresión—, y para constt- 
tuir la unión nacional, como reza el 
Preámbulo, no podía haber ningún 
peligro de que una o más Provincias 
quisieran reasumir la plenitud de su 
soberanía y desvirtuasen, así, el fun- 
damento de la organización argenti- 


(1) Véase Matienzo, op. cit., págs. 205- 
206; González Calderón, op. ctt., t. III, 
págs. 435-436. 


ld CRUE A 


A A A 


A IS A E 


LAS DOCTRINAS DE LA “FEDERALIZACION” 


na. De esta manera es cómo adquiere 
verdad, dentro del mismo sistema 
constitucional argentino, la declara- 
ción famosa de la Suprema Corte de 
los Estados Unidos en el caso Texas 
versus White, de que dicho país cons- 
tituía una “unión indestructible de 
estados indestructibles”. 

9.— Los “pactos preexistentes” 
de que habla el Preámbulo, suponen 
la expresión de la voluntad, anterior 
a la Constitución del 53, por parte 
de los “Representantes del Pueblo de 
la Nación Argentina reunidos en 
Congreso General Constituyente por 
voluntad y elección de las Provincias 
que la componen”, de “constituir la 
Unión Nacional”. La Constitución 
actual, pues, es el feliz término de esa 
evolución organizadora que supone, 
a su vez, la celebración de un nuevo 
pacto en que las catorce provincias 
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se reservan casi toda su soberanía in- 
terna, o sea el poder no delegado a la 
Nación, conforme a la doctrina antes 
expuesta. Pero el art. 67, entre las 
atribuciones que otorga al Congreso, 
establece la de crear nuevas provin- 
cias “y determinar por una legisla- 
ción especial la organización, admi- 
nistración y gobierno que deben tener 
los territorios nacionales, que queden 
fuera de los límites que se asignen a 
las provincias” (inc. 14). Dicha le- 
gislación especial, la ley n* 1532, de 
1% de octubre de 1884, que dividió 
los territorios en nueve Gobernacio- 
nes, dispone en su art. 4* que, cuando 
la población de una Gobernación al- 
canzare a 70.000 habitantes “tendrá 
derecho para ser declarada Provincia 
Argentina”. Los territorios naciona- 
les están, por consiguiente, destinados 
a convertirse en entidades autóno- 
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mas, toda vez que el Congreso así lo 
declare en virtud de las facultades 
atribuidas al respecto por los arts. 13 
y 67, inc. 14, de la Constitución Na- 
cional, para crear o admitir nuevas 
Provincias. Hay en ellos, latente, 
una fuerza potencial que, tarde o 
temprano, habrá de hacerlos Provin- 
cias, realizando de este modo el ideal 
de los constituyentes del 53. 


Tales Provincias empero, no pue- 
den equipararse a las que concurrie- 
ron a la formación de la Carta Mag- 
na. Estas últimas fueron parte en el 
pacto que supone la Constitución de 
1853 y gozan de todo el alcance de 
la doctrina trasuntada por el art. 104 
conservando todo el poder no dele- 
gado al Gobierno Federal, o el que, 
como la provincia de Buenos Aires, 
expresamente se reservaron por pac- 
tos especiales al tiempo de su incor- 
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poración. Las nuevas Provincias, en 
consecuencia, no pueden conservar 
un poder de soberanía que jamás han 
tenido. Tendrán únicamente aquella 
suma de poder que, de modo expreso, 
les delegue el Gobierno Federal. Y, 
por más que éste provincialice terri- 
torios nacionales sin restricción al- 
guna en cuanto a la condición juris- 
diccional, serán dichas Provincias, en 
toda la acepción de las palabras, me- 
ras entidades autónomas por emanci- 
pactón del Poder Central. Tampoco 
se diga que, por el hecho de conver- 
tirse un territorio nacional en Pro- 
vincia Argentina, ésta goce de las 
mismas atribuciones que las demás, 
a mérito de una presunta igualdad 
jurídica de todas las Provincias. Por- 
que, como se dijo antes, las faculta- 
des de las Provincias que llamamos 
del 53 y del 60, son indeterminadas 
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con respectó a las facultades del Go- 
bierno Federal que están claramente 
determinadas, en tanto que las de las 
nuevas Provincias vienen a ser deter- 
minadas por dicho Gobierno Federal, 
conservando él, como poder emanci- 
pador, facultades indeterminadas. 
La Nación Argentina verá, enton- 
ces, en su seno y conforme a su es- 
tructura constitucional, dos clases de 
Provincias: las que concurrieran al 
Pacto del 53 respecto de las cuales la 
norma de delimitación de facultades 
constitucionales les atribuye todas 
aquellas que no delegaron; y, las 
creadas con posterioridad a la san- 
ción de la Constitución, que no go- 
zan de más poder público que el 
atribuído en forma expresa (1). Dis- 


(1) Estrada esboza la cuestión al pre- 
guntarse, respecto de la organización cons- 
titucional de los Estados Unidos: “Otra 
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4 ME : 
tinto es, pues, ante su propio origen 
histórico y ante las prescripciones de 
la Constitución, la calificación legal 
—.mejor dicho, el estatuto constitu- 
cional —de las Provincias concurren- 
tes al Pacto de 1853, ampliado en 
1860, del de las incorporadas poste- 
riormente. 


dificultad discutida allí, es la de si tienen 
los Estados nuevos perfecta igualdad de 
derechos con los primitivos, si el Congreso 
puede o no, al tiempo de reconocer en su 
capacidad de Estado a un territorio o de 
recibir en la Unión un Estado extranjero, 
concederle o negarle franquicias”. (José 
Manuel Estrada, Curso de Derecho Cons- 
titucional, Federal y Administrativo. Bue- 
nos Aires, 1895, pág. 429). 
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DOCTRINA JURIDICA DEL 
ARTICULO 67, INCISO 27, 
DE LA CONSTITUCION 
NACIONAL 


1. La expresión constitucional: a) no cum- 
plimiento, sinó en parte, por el Congre- 
so, de dictar una legislación exclusi- 
va: b) Federalización del muntcipto 
de Buenos Altres y de los partidos de Flo- 
res y de Belgrano; c) criterio político, 
cuestión histórica. — 2. Alcance institu- 
cional de dicha federalización. — 3. 
Requisitos para la procedencia, en el te- 
rritorio de las Provincias, de la jurisdic- 
ción exclusiva, militar, naval, portua- 
ría, etc., del Gobierno Nacional. — 4. 
Destino de los establecimientos de utilt- 
dad nacional para determinar el ejercicio 
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de una legislación exclusiva. — 5. El 
dominio privado de la Nación en el te- 
rritorio de las Provincias. — 6. Distin- 
ción de derecho público entre la juris- 
dicción exclusiva y la federalización: 
opinión del doctor Joaquín V. Gon- 
zález. — 7. Fundamentos histórico- 
constitucionales de la doctrina expuesta. 
8. Resumen: las tres situaciones típicas 
encaradas por el art. 67, inc. 27, de la 
Constitución Nacional. 


1. —El art. 67 de la Constitu- 


ción Nacional, entre las atribuciones 


que confiere al Congreso, establece 
en su inc. 27, la de ejercer una legíis- 


lación exclusiva en todo el territorio 


de la Capital de la Nación, y sobre 
los demás lugares adquiridos por 
compra o cestón en cualquiera de las 
Provincias, para establecer fortalezas, 


arsenales, almacenes u otros estable- 
cimientos de utilidad nacional. 


a) No ha cumplido aún el Con- 
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greso con ese precepto de la Consti- 
tución en el sentido de que no ha 
dictado una ley genérica que abarque 
todos los aspectos de esa legislación 
exclusiva y siente la doctrina jurídica 
en cuya virtud la Nación pueda ejet- 
cer jurisdicción en el territorio de las 
Provincias conforme a las condicio- 
nes enunciadas en dicha disposición. 
El vacío que, con tal motivo, se ob- 
serva en la legislación institucional 
del país, es lamentable, porque mer- 
ced a él, las tendencias centralistas, 
cuando no absorbentes, del Gobierno 
Federal, encuentran pleno eco, agra- 
vado el caso con la escasa resistencia 
de muchas Provincias a la intromi- 
sión en su territorio del Poder Na- 
cional, con mengua de su propia so- 
beranía, todo lo cual contribuye a 
crear un estado de cosas intolerable 
desde el punto de vista de las insti- 
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tuciones y donde el sistema federa- 
tivo de gobierno lleva la peor parte. 
Ello violenta el texto constitucional 
en sus normas básicas, desconoce los 
fundamentos históricos de nuestro 
régimen gubernativo alcanzado gra- 
cias a los esfuerzos y al sacrificio de 
muchas generaciones argentinas, y 
abre para el porvenir una dolorosa 
interrogante. 


b) Sólo en parte y circunstancial- 
mente se ha ocupado el Congreso de 
dictar esa legislación exclusiva y su 
acción se ha visto motivada por la 
necesidad de solucionar, a mérito de 
lo preceptuado en el art. 3” reforma- 
do de la Constitución de 1853, una 
de las cuestiones más graves de nues- 
tra historia institucional, la cuestión 
Capital. Es así que las leyes dictadas 
bajo los números 1029 y 2089, de 
21 de setiembre de 1880 y 20 de 
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setiembre de 1887, respectivamente, 
resolvieron la cuestión federalizando 
el municipio de Buenos Aires, previa 
cesión de la Legislatura de la Provin- 
cia, y los partidos de Flores y de Bel- 
grano. Esta transacción fué, esencial- 
mente, de derecho público, en la que 
los poderes actuantes la realizaron 
dentro de la órbita de su respectiva 
soberanía y, por más que el decir que 
a los actos de derecho público no les 
son aplicables las normas del derecho 
privado y viceversa resulte una pero- 
grullada, es menester tener dicha si- 
tuación muy en cuenta para la solu- 
ción de las cuestiones fundamentales 
que hánse planteado. Obra el Estado 
como Poder Público en la esfera de 
la soberanía cuando tutela intereses 
eminentemente colectivos; actúa co- 
mo persona jurídica del derecho pr: 
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vado al disponer acerca de intereses 
de su orden patrimonial. 

c) Con tales leyes el Congreso re- 
solvía una cuestión histórica, no sólo 
determinada por el art. 67, inc. 27 de 
la Carta Magna, sí que, también, por 
el referido art. 3%, y por los 86, inci- 
sos 3* y 21, 37, 43, 46 y 81, que re- 
velan “la teoría constitucional sobre 
la organización y carácter político de 
la Capital” (1). Y cumplía con la 
magna obra de federalización que la 
misma Constitución le encomendaba. 

Z. — Siendo así las cosas, no cabe 
duda de que en el territorio federali- 
zado la provincia de Buenos Aires 
alienara íntegramente su soberanía 
en aras a la soberanía nacional, lo 
que, por otra parte, confirma amplia- 
mente el texto mismo de dichas leyes 


(1) Véase Enrique Garcia Mérou, Cur- 
so de Instrucción Cívica, XXI, ed., pág. 87. 
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cuando se refiere a la cesión de la ju- 
risdicción provincial —quiso decir so- 
beranía—a favor del Gobierno Na- 
cional (1). 

Lo mismo surge del texto de las 
respectivas leyes y decretos provin- 
ciales. El decreto de 9 de diciembre 
de 1880, que reglamentó la ley del 6 
de ese mes y año, establece la entrega 
al Gobierno Nacional de la jurisdic- 
ción (emplea el término como sinó- 
nimo de soberanía) que le correspon- 
de en el municipio de Buenos Aires, 
con arreglo a las leyes citadas (la na- 
cional de 21 de setiembre y la pro- 
vincial). Y la ley de 28 de setiembre 
de 1887 declaró por su art. 4* que, 
una vez aceptada la cesión, se haría el 
deslinde del territorio (de Flores y de 


(1) Véase Agustín de Vedia, op. cit., 
págs. 45-48. 
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Belgrano) y cesaría una vez termi- 
nado, la jurisdicción de la Provincia. 

3.— La jurisdicción militar, na- 
val, portuaria, etc., de que habla el 
referido art. 67, inc. 27, de la Cons- 
titución Nacional, no procede :pso 
jure por obra y gracia del art. 2340, 
inc. 2”, del Código Civil, porque al 
Gobierno de la Nación se le ocurra 
instalarse manu militarí en un lugar 
cualquiera del territorio de las Pro- 
vincias (1). 

Para que la tal jurisdicción pueda 
ejercerse, se requiere no ya la aliena- 
ción de la soberanía provincial que 
solamente corresponde—<omo se ve- 
rá—en los casos de federalización de 


(1) “La jurisdicción federal no puede 
establecerse de una manera clandestina, sus- 
tituyéndose a la del Estado, por mera ocu- 
pación: eso equivaldría a una usurpación”. 
(Vedia, op. cit., pág. 365). 
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territorios provinciales, sí que la 
venta o cesión por ley de las respec- 
tivas Legislaturas de los territorios 
necesarios a ese efecto, o, tan siquiera, 
de los lugares o edificios requeridos 
para tales objetos, por parte de sus 
dueños particulares (1). El estable- 
cimiento, en tales condiciones, de for- 
talezas, almacenes, arsenales u otros 
establecimiento de utilidad nacional, 
en los territorios vendidos o cedidos, 
apareja la correspondiente jurisdic- 
ción militar, naval, portuaria, etc., 
con el consentimiento de las Provin- 
cias interesadas. En tanto que la fe- 
deralización siempre supone la alie- 
nación expresa de la soberanía pro- 
vincial, el ejercicio de la jurisdicción 
de la recordada disposición constitu- 
cional, al desenvolverse dentro de la 


(1) Véase Estrada, op. ctt., págs. 419- 
422; Vedia, op. cit., pág. 367. 
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esfera marcada por las instituciones, 
en forma armónica, coetánea y com- 
patible con la soberanía de la Provin- 
cia interesada, no ha menester de se- 
mejante requisito (1). 

Conforme a los fines y condicio- 
nes que establece la referida dispo- 


(1) Véase Vedia, op. ctt., págs. 363- 
367. No hay que confundir, en consecuen- 
cia, los requisitos establecidos por las res- 
pectivas Constituciones de Provincia para 
que la federalización o la legislación exclu- 
siva, en su caso, procedan, es decir el modo 
de obtención del consentimiento de las Pro- 
vincias, con los requisitos prescritos por 
las mismas para la simple venta o cesión 
de tierras, que puede ser, asimismo, reali- 
zada por un simple particular. Mientras 
que al primer concepto lo regula en todos 
sus aspectos, el derecho público; el segundo, 
por más que establecido por una Constitu- 
ción dada la necesidad de reglamentar un 
acto tan importante como la venta de tie- 
rras públicas por las Provincias, pertenece 
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sición del art. 67, inc. 27, el Congre- 
so de la Nación puede dictar una 
legislación exclusiva y, en su conse- 
cuencia, el Gobierno Nacional ejercer 
una jurisdicción exclusiva sobre los 
lugares comprados o cedidos por las 
Provincias “para establecer fortale- 
zas, arsenales, almacenes u otros es- 
tablecimientos de utilidad nacional”. 


4. —De modo que el ejercicio 
de dicha jurisdicción exclusiva está 
condicionado al destino y a la con- 


íntegramente al derecho privado. Por eso 
dice Vedia en su op. cit., “"... así es que, 
además de la compra hecha al propietario, 
por el Gobierno Federal, es necesaria la ra- 
tificación del Estado para que tenga aquél 
plena soberanía sobre la tierra. Cuando 
media aquella ratificación, la propiedad 
pasa a la Nación al mismo tiempo que la 
jurisdicción, excluyéndose, rpso facto, la del 
Estado” (pág. 365). 
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siguiente utilización del territorio 
comprado o cedido; se circunscribe al 
objeto de la compra o adquisición 
“sin que tal exclusividad importe la 
negación de la jurisdicción (el autor 
diría soberanía) del Estado particu- 
lar, Provincia, sobre todos aquellos 
actos propios del dominio eminente 
que la Provincia ejerce y que no pue- 
de renunciar sino cuando, por cesión 
solemne, se desprende de aquél” (1). 

El destino, por lo tanto, de dichos 
lugares—fortalezas, arsenales, alma- 
cenes u otros establecimientos de uti- 
lidad nacional—es quien determina 
el ejercicio de la jurisdicción exclu- 


(1) De un dictamen del ex Asesor de 
Gobierno de la provincia de Buenos Aires, 
doctor Luis Reyna Almandos, publicado 
bajo el n* 1214 del Boletín Oficial de la 
provincia de Buenos Aires; véase Bas, op. 
cit, t. TL págs. 15-1% 
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siva por parte del Gobierno Fede- 
ab 11). 

Es evidente que el ejercicio de di- 
cha facultad por el Gobierno Nacio- 
nal tiene su límite allí mismo donde 
termina el objeto de su institución. 
Pues, una interpretación contraria 
equivaldría a que el Poder Federal 
pudiera ir comprando, poco a poco, 
o haciéndose ceder continuamente ex- 
tensiones de territorio provincial con 
el fin presunto de constituir estable- 
cimientos de utilidad nacional, a la 
federalización total del territorio de 
la Nación Argentina, destruyendo 
así, con semejante aplicación del tex- 
to legal, el sistema federativo de go- 
bierno. Sin embargo, es esta la inter- 
pretación de la última jurisprudencia 


(1) Véanse Fallos de la Suprema Corte 
Nacional, tomo CIII, pág. 403; e 5; 
CXXXVIII, 491. 
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de la Suprema Corte que, aceptando 
la tesis del destino de los estableci- 
mientos de utilidad nacional para 
hacer surtir la jurisdicción exclusiva, 
y no estableciendo diferencia entre 
esta última y la federalización, acepta 
lógicamente para aquélla las conse- 
cuencias jurídicas de ésta. No dete- 
niéndose la legislación exclusiva fede- 
ral en el límite marcado por el objeto 
de su institución, presupone una fe- 
deralización simplista y paulatina de 
los territorios provinciales. 


5. — Innecesario es recalcar, por 
otra parte, que si los lugares del te- 
rritorio de las Provincias adquiridos 
por la Nación en virtud de compra o 
de cesión, no se destinan a los fines 
nacionales contemplados en la dispo- 
sición del art. 67, inc. 27, no habrá, 
en los mismos, jurisdicción exclusiva. 
La Nación, como persona jurídica, 
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puede adquirir territorios provincia- 
les para su dominio privado, sin que, 
en tal caso, intervengan para nada 
las soluciones del derecho público. Se 
trataría de los “bienes privados del 
Estado general o de los Estados par- 
ticulares”* de que habla el art. 2342 
del Código Civil, regidos por el dere- 
cho común. Respecto de ellos, la Na- 
ción reviste el carácter de simple pro- 
pietaria civil en el territorio de las 
Provincias (1). 

He aquí, en síntesis, la distinción 


- (1) Muy interesante ha sido, desde el 
punto de vista constitucional, la discusión 
histórica habida en la República respecto 
del dominio nacional o provincial de las 
tierras, carentes de dueño, situadas dentro 
de sus límites territoriales, antes de la san-- 
ción de la Constitución. Tales tierras, pú- 
blicas por su condición jurídica, debían de 
pertenecer forzosamente o a la Nación o a 
las Provincias. Dos teorías surgieron enton- 
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fundamental entre una y otra situa- 
ción: el concepto de la federalización 
y el de la legislación exclusiva com- 
peten al derecho público; basta, para 
que proceda la segunda, que haya de 
por medio uno de los fines nacionales 
del citado art. 67, inc. 27, sean o no 
sean de propiedad de la Nación los 
territorios provinciales afectados a 


ces para atribuir a la una o a las otras la 
totalidad de dichas tierras: la unitaria y la 
federal, basada cada una en fundamentos 
históricos y jurídicos. La solución defini- 
tiva de la cuestión está consignada en la 
Constitución Nacional que, al reconocer ex- 
presamente la existencia de tierras públi- 
cas de la Nación y de las Provincias, des- 
lindando debidamente su dominio, otorga 
a la primera todas aquellas ubicadas fuera 
de los límites jurisdiccionales de las Provin- 
cias y, a éstas, las radicadas dentro de di- 
chos límites (véase Bas, op. cit., t. Il, 
págs. 27-31). 
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los mismos, como lo ha declarado úl- 
timamente la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte. El concepto de la ad- 
quisición de bienes privados por la 
Nación en las Provincias, en su ca- 
rácter de persona jurídica, pertenece 
al derecho civil (1). 

Y la jurisprudencia de la Suprema 
Corte ha sentado a su respecto que 
quedan eximidas de impuestos las 
propiedades de la Nación en el terri- 
torio de las Provincias (2); lo que, 
de ningún modo puede hacerse exten- 
sivo a la situación de las industrias 
y comercios de particulares radicados 
en las zonas donde el Gobierno Fede- 
ral ejerce una legislación exclusiva. 


(1) Véase Bas, op. cit., t. Il, págs. 14 
y sig. 

(2) Véanse Fallos de la Suprema Cor- 
te Nacional, t. XVIIL págs. 341-345; 
LXVIUI, 227; etc. 
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6. — Si el propósito de la legisla- 
ción exclusiva del art. 67, inc. 27, de 
la Constitución Nacional, es, enton- 
ces, el de garantir en el territorio de 
las Provincias, conforme al objeto 
de su institución, el funcionamiento 
constitucional de los establecimientos 
de utilidad nacional: arsenales, for- 
talezas, almacenes, etc., no cabe duda 
de que ese propósito se concilia per- 
fectamente con el imperio, en los mis- 
mos territorios, de la soberanía pro- 
vincial, no tratándose—como no se 
trata—de la legislación y jurisdic- 
ción exclusivas por federalización del 
territorio ocupado por la Capital Fe- 
deral. 


El doctor Joaquín V. González 
dice, a este respecto: *“El sentido de 
esta facultad se acerca más al derecho 
de propiedad de la Nación que al de 
su dominio político sobre tales luga- 
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res; porque en el caso de la Capital, 
llamada también Distrito Federal, 
precede una cesión de la Provincia a 
que hubiere pertenecido el territorio 
declarado por ley como asiento de las 
autoridades; y en el de los otros lu- 
gares, se trata de compra y cestón pa- 
ra objetos especiales” (1). 

De acuerdo, por consiguiente, con 
la tesis de este eminente constitucio- 
nalista—que es la de la mayoría de 
los tratadistas de derecho público at- 
gentino—cabe perfectamente distin- 
guir con respecto a la citada disposi- 
ción constitucional, entre el ejercicio 
de una legislación y jurisdicción ex- 
clusivas “en todo el territorio de la 
Capital de la Nación”, expresamente 
federalizado por la alienación de la 


(1) Véase Joaquín V. González, Ma- 
nual de la Constitución Argentina. Buenos 
Aires, 6* ed.; págs. 492-494. 
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soberanía provincial, y el mismo 
ejercicio en los “demás lugares adqui- 
ridos por compra o cesión en cual- 
quiera de las Provincias para estable- 
cer fortalezas, arsenales, almacenes u 
otros establecimientos de utilidad na- 
cional”, en los que las leyes provin- 
ciales de cesión o venta no presupo- 
nen de modo alguno la referida alie- 
nación, o sea donde no existe federa- 
lización. 

AMí, en esas zonas generalmente 
extensas donde existen tales estableci- 
mientos, hay gran número de perso- 
nas que acompañan su funciona- 
miento, que trabajan y que hacen su 
vida normal en ellas. Investir, enton- 
ces, al Gobierno Nacional, con una 
potestad eminentemente administra- 
tiva sin relación alguna con las fina- 
lidades constitucionales—como ocu- 
lle en Puerto Militar, por ejemplo—- 
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para reglar el nacimiento, el matri- 
monio y la muerte de las personas, es 
verdaderamente desvirtuar el concep- 
to gubernativo del sistema federal. Y 
obvio es decir que los problemas 
planteados por la interpretación de 
la legislación exclusiva son, en dichas 
zonas, de mucha mayor trascendencia 
que en los lugares adquiridos, cedi- 
dos, o, simplemente arrendados—<o- 
mo la última jurisprudencia de la Su- 
prema Corte sobre la materia lo ha 
entendido para hacer surtir los efec- 
tos de la legislación exclusiva del Go- 
bierno Federal—, para el estableci- 
miento de cuarteles o de oficinas na- 
cionales, porque su extensión, que 
alberga, como decimos, a un buen 
número de población civil, apareja 
sobre ésta las consecuencias de la re- 
ferida legislación exclusiva según la 
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apreciación, rara vez jurídica, de las 
autoridades militares. 


Ha sancionado genéricamente la 
antedicha doctrina, la jurisprudencia 
estadounidense al establecer que la 
naturaleza y la extensión de los po- 
deres conferidos por la Constitución 
debían ser entendidas conforme a los 
objetos para los cuales fueron con- 
cedidos esos poderes (1). 


7. —La disposición del art. 67, 
inc. 27, de la Constitución Nacional 
fué tomada de la Constitución de los 
Estados Unidos, art. 1*, sección 8*, 
cláusula 17, omitiéndose en el texto 
argentino las palabras que en esta es- 
tablecen que la adquisición sea con 
el consentimiento de la Legislatura 


(1) Véanse Fallos de la Corte de los 
Estados Unidos, caso Schollenberger v. 
Brinton, 52, Pensylvania. 


E 


LAS DOCTRINAS DE LA “FEDERALIZACION” 


del Estado en que el lugar adquirido 
esté situado (1). 

No se crea, sin embargo, que la 
omisión de ese requisito en el texto 
argentino bonifique la tésis de que 
la compra o cesión de territorios pro- 
vinciales por el Gobierno Nacional 
pueda hacerse sin el consentimiento 
de las respectivas Legislaturas porque 
la Constitución Argentina fué hecha 
para el pueblo argentino, confotme a 
sus necesidades (2). Y, en caso de 
duda sobre el alcance de una disposi- 
ción constitucional, antes que al pre- 
sunto modelo estadounidense, corres- 
ponde ir hasta las fuentes de la 


(1) Véase Estrada, op. cit., págs. 419- 
420; José Nicolás Matienzo, Cuestiones de 
Derecho Público Argentino. Buenos Aires, 
1925, tomo l, pág. 401. 

(2) Véase Matienzo, Lecciones de de- 
recho constitucional, cit., pág. 39. - 
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Constitución para desentrañar su es- 
píritu, y ha quedado establecido en 
párrafos anteriores que el sistema 
federal de gobierno fué una preocu- 
pación constante por parte de los 
constituyentes del 53. Las Provincias 
fueron las depositarias originarias de 
la soberanía argentina y del consi- 
guiente poder público, de donde, para 
alienarla en aras a la unión nacional, 
fué preciso la celebración del pacto 
que importa la misma Constitución, 
precedida por el Pacto Federal y el 
Acuerdo de Son Nicolás, lo que co- 
rrobora y sanciona el texto y la doc- 
trina del citado art. 104. 


Y la concreción legal del federalis- 
mo argentino ha establecido en el 
art. 13 de la Constitución Nacional, 
la imposibilidad del desmembramien- 
to del territorio de las Provincias 
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sin el consentimiento de las respec- 
tivas Legislaturas y del Congreso. 

"¿Cómo habría de sostenerse enton- 
ces que, sin necesidad de una cesión 
por parte de sus Poderes Públicos— 
Gobernador y. Legislatura — una 
Provincia pueda alienar su soberanía 
sobre parte alguna de su territorio? 

En resumen, si bien difieren en 
cuanto a la necesidad del consenti- 
miento de las Legislaturas, los textos 
respectivos de las Constituciones de 
los Estados Unidos y de la República 
Argentina, como en esta última las 
Provincias no pueden vender ni ceder 
territorios, ni, menos aún, hacer tras- 
paso de su soberanía sin una ley que 
las autorice al efecto, la igualdad de 
principios entre una y otra es, ade- 
más, evidente (1). 

(1) Véase Estrada, op. ctt., págs. 348- 
350. 


ds 


LUCIO M. MORENO QUINTANA 


8. — En resumen de lo dicho, cabe 
argumentar que, sobre la base de la 
doctrina precedente y de la jurispru- 
dencia dada por la Suprema Corte 
Nacional, tres son las situaciones tí- 
picas que derivan del referido art. 67, 
inc. 27: 1* La federalización, o sea 
la legislación exclusiva del Congreso 
Nacional y la consiguiente jurisdic- 
ción del Gobierno Federal: a) “en 
todo el territorio de la Capital de la 
Nación”; de esta situación es expo- 
nente la federalización de la Capital 
Federal y de los partidos de Flores 
y de Belgrano. b) “sobre los demás 
lugares adquiridos por compra o ce- 
sión en cualquiera de las Provincias 
para establecer fortalezas, arsenales, 
almacenes u otros establecimientos de 
utilidad nacional”. Estas dos situa- 
ciones suponen, además de la compra 
o cesión del territorio provincial, la 
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alindación de la soberanía de la Pro- 
vincia respectiva sobre el mismo (1). 
No hay noticia hasta el presente de 
que haya sido federalizado otro te- 
rritorio que el de la Capital Federal 
y el de los partidos de Flores y de 
Belgrano. 


2* La legislación exclusiva sobre los 
“lugares adquiridos por compra o 
cesión en cualquiera de las Provin- 
cias para establecer fortalezas, arse- 
nales, almacenes u otros estableci- 
mientos de utilidad nacional”, sin 
alienación de la soberanía provincial 
y con el consentimiento de las respec- 
tivas Legislaturas de Provincia, que 
determina, a título permanente, una 
jurisdicción exclusiva del Gobierno 
Federal en cuanto al objeto de su 
institución, o sea del destino de los 


(1) Véanse págs. 50 y sig. 
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lugares comprados o cedidos, la que 
puede ser militar, naval, portuaria, 
etcétera, sin que ésta obste en modo 
alguno al ejercicio de la soberanía de 
la Provincia respectiva en todo aque- 
llo que no se relacione con el orden 
militar, naval, portuario, etc. Esta- 
rían en esta situación, de haberse lle- 
nado a su respecto los requisitos cons- 
titucionales del caso, los llamados 
campos militares: Campo de Mayo, 
de los Andes, General Paz, General 
Sarmiento, etc.; las bases y estaciones 
navales como la de Río Santiago; los 
puertos nacionales: puerto de La 
Plata, puerto del Rosario, etc. 

3" La legislación y jurisdicción ex- 
elusivas del Congreso y del Gobierno 
Federal, a título transitorio o perma- 
nente, en “los lugares que, dentro del 
territorio de las Provincias, sean o no 
de propiedad de la Nación, han sido 
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destinados a la construcción o para 
que en ellos funcionen establecimien- 
tos de carácter nacional”, según doc- 
trina definitiva sentada por la Supre- 
ma Corte, al decir del doctor Bas 
(1). Obsérvese que, en esta situa- 
ción, la simple calidad de la Nación, 
de propietaria o arrendataria del de- 
recho común en el territorio de las 
Provincias, es la que apareja el ejer- 
cicio de la legislación y de la juris- 
dicción exclusiva siempre que se trate 
del funcionamiento de establecimien- 
tos con carácter nacional. 


a) La primera distinción, dentro 
de la situación apuntada, es la de que 
los lugares destinados a la construc- 
ción o funcionamiento de estableci- 
mientos de carácter nacional, sean de 
propiedad de la Nactón. Habría que 


(1) Véase Bas, op. att ll pag. 14. 
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equiparar esta situación a la de la le- 
gislación y jurisdicción exclusivas 
nacionales en el orden militar, naval, 
etc., vale decir a la segunda de las 
apuntadas anteriormente, de no ha- 
ber variado fundamentalmente al 
respecto la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte. La hoy Universidad 
Nacional de La Plata y el Colegio 
Nacional con sus respectivos edifi- 
cios se encuentran en este caso y han 
sido ya objeto de la nueva jurispru- 


dencia de la Suprema Corte; y el Co- | 


legio Militar de San Martín y la Es- 
cuela Naval Militar de Río Santiago. 

b) La segunda distinción emerge 
de que los referidos lugares no sean 
de propiedad de la Nación. Baste ci- 
tar, en este caso, como ejemplos, el 
mero arriendo de un edificio para 
una oficina nacional en una Provin- 
cia y, aún, las mismas situaciones de 
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hecho, manu militart, creadas por el 
Gobierno Federal (1). 


(1) Es verdaderamente curioso obser- 
var la duplicidad de criterio, acaso la evo- 
lución del criterio de la Suprema Corte 
Nacional sobre la materia. Mientras que la 
jurisprudencia que pudiéramos llamar clá- 
sica y que hemos citado en abono de nues- 
Itra tésis, sanciona la buena doctrina res- 
petuosa de las soberanías provinciales, sin 
excluir aparentehente a ésta, la jurispru- 
dencia modernista introduce dos importan- 
tes variantes que, en realidad, desvirtúan a 
la primera. En primer lugar, ya no es re- 
quisito necesario, como lo preceptúa el art. 
67, inc. 27, de la Constitución Nacional, 
para hacer surtir las consecuencias de la 
legislación exclusiva en los lugares del te- 
tritorio de las Provincias destinados a ra- 
dicar establecimientos de utilidad nacional, 
la adquisición por compra o cesión; basta 
el mero arrendamiento de uno de esos lu- 
gares para que proceda la jurisdicción ex- 
clusiva. En segundo lugar, la extensión de 
dicha legislación no está ya subordinada 

j ES 
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al destino de los referidos establecimientos; 
se trata de una jurisdicción exclusiva am- 
plia y excluyente del imperio de la sobera- 
nía provincial. Desaparece esta última, en 
una palabra, absorbida por la federaliza- 
ción. No es, pues, solamente el Congreso 
quien federaliza territorios provinciales, 
sinó el Poder Ejecutivo por intermedio de 
un simple jefe de regimiento o un mero 
empleado administrativo que alquilan, den- 
tro del territorio de una Provincia, un edi- 
ficio para la instalación de un cuartel o 
para el funcionamiento de una oficina na- 
cional. Y, para colmo, la segunda variante 
que hemos enunciado, como tiene la virtud 
de equiparar las consecuencias jurídicas de 
la legislación exclusiva a las de la federa- 
lización, apareja igualmente la jurisdic- 
ción judicial de la Nación, o sea el fuero 
federal. El conocimiento de un delito, en- 
tonces, por mínimo que sea, perpetrado en 
un colegio nacional de Provincia, en una 
oficina de correos y telégrafos, etc., com- 
pete a los tribunales federales. 


A. y GEL 


CAPITULO IV 


ALIENACION DE LA SOBERA- 
NIA DE LAS PROVINCIAS 


1. Doble carácter del Estado. — 2. Los bte- 
nes del dominio privado de las Provin- 
cias. — 3. Requisitos de las Constitu- 
ciones Provinciales para la enajenación 
de tierras. — 4. El caso de la provincia 
de Buenos Aires. — 5. Doctrina pertt- 
nente en la materia. 


1. — Preciso es diferenciar clara- 
mente — aunque esta distinción sea 
elemental en derecho — el doble as- 
pecto bajo el que actúa el Estado 
nacional, provincial o municipal, en 
el orden de las relaciones jurídicas y 
como órgano encargado de asegurar 
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la felicidad colectiva. El derecho pú- 
blico de cada país inviste al Estado . 
de una misión superior que, como 
instrumento de gobierno debe cum- 
plir. En este sentido el Estado tiene 
el carácter de Poder Público y la sis- 
tematización jurídica que no hace 
más que reconocer su preexistencia, 
regla sus funciones y establece sus 
relaciones con los gobernados. Pero 
también actúa el Estado como per- 
sona jurídica del derecho privado. La 
ley lo reconoce en ese carácter a los 
fines del logro de sus propósitos su- 
periores, le permite actuar en la es-. 
fera de los intereses patrimoniales y, 
lo somete al derecho y a los tribu- 
nales comunes, como lo consignan 
los artículos 33, 35 y concordantes 
del Código Civil. Es tan lógica, tan 
necesaria la distinción, que los co- 
mentarios huelgan. 
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2.— Así cuando las Provincias 
venden o ceden parte de su territorio 
al Gobierno Nacional, sin hacer ce- 
sión expresa de su soberanía, sólo 
pueden hacerlo tratándose de los bie- 
nes de su dominio privado aún cuan- 
do esos bienes, tengan el carácter, o 
hayan de adquirirlo posteriormente, 
de bienes públicos, puesto que los 
bienes públicos lo son o por su des- 
tino o por su afectación, según lo 
preceptúan los arts. 2340 y 2342 del 
citado Código. Transfieren, en tal 
caso, sus derechos de persona jurídica 
a otra persona jurídica — la Na- 
ción—, y nunca los del llamado do- 
minio eminente que responden al 
concepto superior de la soberanía, 
aunque la porción de territorio ven- 
dido se destine a los fines contem- 
plados en el art. 67, inc. 27 de la 
Constitución Nacional, porque el 

Me. BA — Y Y 


0 a E 3 


a * 


LUCIO M. MORENO QUINTANA 


art. 13 de la misma Constitución re- 
quiere el consentimiento de las res- 
pectivas Legislaturas para desmem- 
brar el territorio provincial. | 


3. —El concepto de la soberanía 
provincial pertenece al derecho pú- 
blico argentino; está por encima de 
la compra o de la cesión y debe ser 
respetado mientras no se aliene por 
ley especial. T'orpe intento sería el de 
pretender aplicar a cuestiones de de- 
recho público, las reglas del derecho 
privado. La soberanía no se transfiere 
jamás por una transacción jurídica 
entre personas que actúan en el orden 
privado. “Tan es así que determinadas 
Constituciones de Provincias, como 
las de Corrientes (art. 63, inc. 18), 
Córdoba (art. 83, inc. 26). San Luis 
(art. 55, inc. 1%), San Juan (art. 70, 
inc. 17), Entre Ríos (art. 124, inc:. 
20), Santiago del Estero (art. 60, 
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inc. 11) y Jujuy (art. 65, inc. 8”) 
requieren, para los casos de enajena- 
ción de tierras de propiedad provin- 
cial, con o sin abandono de jurisdic- 
ción, ya un referendum compulsorio 
del pueblo, ya la unanimidad o la 
tercera parte de los votos totales o 
presentes en las Legislaturas, según 
sea el caso, sancionando la buena 
doctrina de nuestro derecho público 
provincial que entrega la solución de 
actos tan trascendentales a los repre- 
sentantes directos de la voluntad po- 
pular y la rodea de requisitos que 
garanten la expresión de uná volun- 
tad efectiva (1). | 

(1) Véase Agustín de Vedia, Constt- 
tución Argentina. Buenos Aires, 1907, 
págs. 363-367. Véase un dictamen del ex 
Procufador del Tesoro, doctor Vicente F. 
López, de fecha junio 12 de 1915, eva- 
cuado a raíz de una huelga en el Frigorífico 
Swift. 
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4, — Por su parte, la provincia de 
Buenos Aires ha declarado por el ar- 
tículo 3” de su Constitución vigente: 
“Los límites territoriales de la Pro- 
vincia son los que por derecho le co- 
rresponden con arreglo a lo que la 
Constitución Nacional establece y sin 
perjuicio de las cesiones o tratados 
interprovinciales que puedan hacerse 
autorizados por la Legislatura, por 
ley sancionada por dos tercios de vo- 
tos del número total de los miembros 
de cada Cámara”. La discusión habi- 
da con motivo de la modificación de 
este artículo — que en la Constitu- 
ción de 1873 no señalaba requisitos 
especiales para la sanción de tal ley 
— propuesta por el convencional 
Muzlera en la Convención Constitu- 
yente de 1882, aclara fundadamente 
el punto en el sentido de haberse 
querido rodear a la cesión de territo- 
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rio provincial, “acto esencial de la 
soberanía” — como dijera en 1889 
el convencional Larrain—, de garan- 
tías especiales (1). 


5. — Por último la doctrina per- 
tinente en la materia, la que surge de 
la historia institucional argentina y 
de la debida correlación de las cláu- 
sulas de las Constituciones Nacional 
y Provinciales, es aquella que esta- 
blece que, mientras por leyes especia- 
les dictadas al efecto en virtud de sus 
facultades constitucionales las Pro- 
vincias no alienen sobre parte alguna 
de su territorio el ejercicio de su so- 
beranía, aún cuando hayan vendido 
o cedido por una ley dicha parte de 


(1) Véanse los Debates respectivos de 
las Convenciones Provinciales de 1873, 
1882 y 1889. 
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territorio al Gobierno de la Nación, 
conservan sobre él la plenitud de sus 
facultades soberanas. 


e 


CAPITULO V 


JURISDICCION SOBRE LAS 
RIBERAS 


1. Preceptos legales aplicables. — 2. El ca- 
mino de ribera: a) situación legal; b ) 
origen histórico. — 3. Dominio público 
de las Provincias sobre los ríos navega- 
bles. — 4. Jurisprudencia de la Suprema 
Corte Nacional. — 5. Confusión de con- 
ceptos. — 6. Opinión general en la ma- 
teria; la del doctor Matienzo. 


1. — La aplicación de los precep- 
tos legales relativos a la jurisdicción 
sobre los ríos y canales navegables, 
de que habla el art. 2639 del Código 
Civil, y la de los principios preceden- 
tes, conduce a una doctrina perfecta- 
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mente clara y definida en la materia. 

2. — Un error bastante generali- 
zado atribuye al Gobierno Nacional 
cuando no la propiedad, por lo me- 
nos la jurisdicción exclusiva sobre los 
treinta y cinco metros de ribera que 
están obligados a dejar expeditos los 
dueños de heredades limitrofes con 
los ríos o canales que sirven para la 
comunicación por agua, o sea la lla- 
mada ribera externa. 


a) Nada tiene que ver, en realidad, 
la restricción al dominio fundada en 
el interés público que impone el Có- 
digo Civil a los propietarios de terte- 
nos lindantes con ríos y canales na- 
vegables, con una presunta propiedad 
o jurisdicción nacional que no nace- 
ría ni del destino, ni de la afectación - 
de la cosa, como lo determina el ar- 
tículo 2340 de dicho Código. Verdad 
es que todo el ancho de los treinta y 
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cinco metros de ribera, contados des- 
de la línea de las más altas mareas 
ordinarias, tierra adentro, está some- 
tido a la función de camino público, 
y que en él los propietarios ribereños 
no pueden hacer ninguna construc- 
ción, ni reparar las antiguas que exis- 
tan, ni deteriorar el terreno en ma- 
nera alguna. Pero lo es también que 
dicha situación es una mera restric- 
ción al dominio particular que sólo 
tiende a crear una servidumbre de 
tránsito, según está consignado en los 
arts. 2611, 3068 y concordantes del 
mismo Código. 

b) Y, por otra parte, el origen 
histórico de la tal servidumbre de- 
muestra que su establecimiento ha 
respondido a una necesidad tradicio- 
nal: la de dejar expedito un camino 
para la sirga, o sea la tracción huma- 
na o animal de ciertos barcos y ba- 
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landras por la orilla de los ríos nave- 
gables. Así un decreto dado en 1823 
por la administración del general 
Martín Rodríguez ordenó a los pro- 
pietarios de los terrenos de una y 
otra banda sobre el Riachuelo, deja- 
sen sín zanjas un espacio de cuarenta 
varas de cada lado. Lo mismo esta- 
bleció Rivadavia en 1826 (1). 

3. — El dominio público que de 
los ríos, la Constitución y el Código 
Civil atribuyen a las Provincias, ex- 
cluye, en todo caso, la pretendida 
propiedad o jurisdicción nacional. 
Así lo sanciona la Constitución Na- 
cional en su art. 107, y el Código 
Civil en su art. 2340, inc. 3%. Y si 


(1) Véase un dictamen del ex Procu- 
rador General de la Nación, doctor Eduar- 
do Costa, en Informes de los Consejeros 
legales del Poder Ejecutivo, tomo VIIL 
págs. 298-332. 
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bien los ríos, además del caudal de 
agua que llevan consigo, también 
comprenden al lecho o cauce, que es 
el suelo por donde corren, y la ribera 
interna o playa, que es la porción 
situada entre las líneas de las más 
bajas y más altas mareas ordinarias, 
nunca pueden llevar, por el carácter 
de su dominio, a otras situaciones en 
detrimento del propietario limítrofe 
que a las antes apuntadas. 

4. — Lo ha entendido en este sen- 
tido una sencilla, pero categórica ju- 
risprudencia de la Suprema Corte 
Nacional, que estableció que el at- 
tículo 2639 del Código Civil no tuvo 
el propósito de dar a la Nación el 
dominio sobre la calle o camino in- 
mediato a la orilla de los ríos navega- 
bles; que el art. 26 de la Constitu- 
ción nunca debería interpretarse co- 
mo dando a la Nación la propiedad 
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de todos los ríos de la República, ni 
que hubiese en el interior del país ríos 
de la Nación y ríos de las Provincias: 
que el poder de las Provincias de re- 
glar el comercio entre sí, dado por el 
art. 107 de la Constitución Nacio- 
nal, comprende la propiedad provin- 
cial de los ríos; que esta propiedad, 
tanto sobre los ríos, como sobre los 
canales navegables, habilita a las 
Provincias a ejercer todos los actos 
propios del dominio público, incluso 
la modificación de su destino y su 
transmisión a particulares; que los 
ríos aludidos por el art. 107 de la 
Constitución Nacional, son los na- 
vegables y no se limita la mención a 
los que nacen y mueren dentro del 
territorio de una Provincia; que los 
arts. 26, 67, incs. 9”, 12 y 14; y 108, 
no han atribuído al Gobierno Nacio- 
nal el dominio de las playas de todos 
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los ríos navegables porque las facul- 
tades de reglamentar la libre navega- 
ción y el comercio marítimo y terres- 
tre con las naciones extranjeras y de 
las Provincias entre sí, de habilitar 
puertos y de fijar los límites de las 
Provincias, no implica necesariamen- 
te el dominio público o privado del 
Estado General sobre esos ríos; que 
la propiedad provincial de los ríos 
resulta de los pactos preexistentes de 
que habla el Preámbulo de la Cons- 
titución (1). 

5.— Lo que ocurre con esta de- 
cantada propiedad o jurisdicción de 
la Nación sobre las riberas, es una 
confusión de conceptos entre el alu- 
dido concepto de derecho privado 


sancionado por el recordado artículo 
2639 del Código Civil, y los con- 


(1) Suprema Corte Nacional, Fallos, 
tomo CXI, págs. 179 y 190, 
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ceptos de derecho público relativos 
al dominio nacional de carácter pú- 
blico en determinados casos, “según 
la distribución de los poderes hecha 
por la Constitución Nacional”, so- 
bre las playas del mar y de los ríos 
navegables, supeditados a las necesi- 
dades de la navegación, y a la juris- 
dicción nacional sobre mares, ríos, 
canales, etc., en cuanto importe ga- 
rantir las necesidades del comercio y 
de la navegación, tal como lo pres- 
criben los arts. 9%, 12, 26, 67, incs. 1* 
y 9”, y 108 de la Constitución Na- 
cional, y 2339 del Código Civil. 


6. — Tan es así que, de los juris- 
tas, estadistas, publicistas y funcio- 
naríos que han estudiado la cuestión, 
el doctor Dalmacio Velez Sársfield, 
el general Bartolomé Mitre, los doc- 
tores Eduardo Costa, Antonio E. 
Malaver, Carlos E. Marenco, Vicen- 
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te F. López y José N. Matienzo, 
solamente al Codificador, dominado 
por ciertos principios arcáicos de de- 
recho privado, se le ocurrió sostener 
- la tesis del dominio nacional de las 
riberas — no obstante que, del arti- 
culado de su Código ella no resulta 
(1). El doctor Matienzo, en par- 


ticular, ha establecido que: “*... como 
encargado de hacer cumplir las leyes 


(1) Pueden consultarse también con 
provecho, además de las opiniones expues- 
tas, las de los doctores Arturo M. Bas, en 
El Derecho Federal Argentino, cit., t. Il, 
págs. 47-58; Clodomiro Zavalía, en Dere- 
cho Público Provincial y Municipal, cita- 
do, págs. 351 y sig.; Antonio M. Lynch 
(h.), en Propiedad y jurisdicción de las 
riberas navegables, Buenos Aires, 1927; y, 
Héctor P. Lanfranco, en Jurisdicción sobre 
las riberas, Revista de la Facultad de Dere- 
cho de Buenos Altres, t. VI, n* 21, 
oct. dic. de 1927. 
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que afectan a la navegación, el Poder 
Ejecutivo puede ordenar se deje libre 
el camino de la ribera, si así lo estima 
necesario, de acuerdo con lo dispues- 
to en el art. 2639 del Código Civil... 


ríos navegables y sus riberas se limita 
a las necesidades de la navegación, sin 
importar dominio sobre el suelo... El 
resto de la jurisdicción corresponde a 
las Provincias dentro de los límites 
de ellas” (1). 


(1) Véase Matienzo, Cuestiones de 
Derecho Público Argentino, cit., t. 1l, pá- 
gina 609, 
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CAPITULO 1 


LA DIVISION POLITICA DEL 
PAIS 


1. Distrito Federal, Provincias, territorios 
nacionales. — 2. La cuestión Capital. 
— 3. Situación legal de los territorios 
nacionales. — 4. Las zonas de in- 
fluencia federal. — 5. Nuevas zonas: 
opinión del doctor Arturo M. Bas. — 
6. Isla de Martín García. — 7. Las lla- 
madas islas militares. — 8. Su régt- 
men jurídico. — 9. El caso de las Islas 
Malvinas. — 10. Las Islas Orcadas. 


1. — Se compone políticamente la 
República Argentina de un Distrito 
Federal, la Capital de la Nación, o 
sea el municipio de la Ciudad de 
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Buenos Aires, federalizado en 1880, 
y los partidos de Flores y de Belgra- 
no, federalizados en 1887; de cator- 
ce provincias, Buenos Aires, Santa 
Fe, Entre Ríos, Corrientes, Córdoba, 
San Luis, Santiago del Estero, Tu- 
cumán, Mendoza, San Juan, La Rio- 
ja, Catamarca, Salta y Jujuy; de 
diez Gobernaciones Nacionales: For- 
mosa, Chaco, Misiones, Los Andes, 
La Pampa, Río Negro, Chubut, 
Neuquen, Santa Cruz y Tierra del 
Fuego; y, de los demás territorios 
que quedan fuera de los límites asig- 
nados a las Provincias (art. 67, inc. 
14, de la Constitución Nacional), 
constituidos, en su mayor parte, pot 
las llamadas islas militares. Pero, en 
realidad, comprende también a otros 
territorios, los de las islas Malvi- 
nas, ocupadas arbitrariamente por la 
Gran Bretaña, las que siempre han 
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pertenecido a la plenitud del dominio 
argentino. 


Z.—La cuestión relativa a dar 
una Capital a la Nación Argentina, 
ha calificado toda una etapa de la 
historia patria, pasando por alterna- 
tivas cruentas. La ciudad de Buenos 
Aires había sido la Capital del Vi- 
rreinato del Río de la Plata y las 
Constituciones de 1819, 1826 y 
1853, la señalaban como Capital de 
la República. A raíz del Pacto de 
San José de Flores, malgrado, se re- 
unió en 1860 una convención que re- 
formó el artículo 3* de la última 
Constitución, estableciendo que sería 
Capital de la República aquella ciu- 
dad que determinase por ley especial 
el Congreso, previa cesión hecha por 
una o más Legislaturas provinciales, 
del territorio que hubiere de federa- 
lizarse. Dió entonces el Congreso 
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Nacional, el 8 de octubre de 1862, 
la ley llamada del Compromiso, se- 
gún la cual las autoridades naciona- 
les residirían durante un plazo de 
cinco años y con carácter provisorio 
en la ciudad de Buenos Alires, con- 
juntamente con las provinciales. El 
plazo estipulado por dicha ley ven- 
ció, pues, en 1867, produciéndose 
una situación harto difícil que culmi- 
nó, trece años más tarde, en la revo- 
lución autonomista de 1880. Se con- 
vino, entonces, en federalizar la ciu- 
dad, erigiéndola en Capital de la Re- 
pública, lo que ocurrió por la ley 
antes citada del mismo año, siendo 
este el primer caso de federalización 
de territorios provinciales (1). 

3. — Desde el punto de vista de 


(1) Véase Estrada, Op. Cit., págs. 352- 
359: González Calderón, op. cit., t. l, 
págs. 449 y sig. 


O 


E a 


DES a it 


» -. 


LAS DOCTRINAS DE LA “FEDERALIZACION” 


la división política del país, todos los 
territorios que no se encuentran den- 
tro de los límites jurisdiccionales de 
las Provincias, revisten el carácter de 
territorios nacionales. Hay a este res- 
pecto, y por imperio de los preceptos 
constitucionales, una irremediable 
disyuntiva: lo que en la organización 
política de la República Argentina 
no es Provincia, es territorio nacto- 
nal, y vice versa. Conforme a la atri- 
bución conferida por el art. 67, inc, 
14, de la Constitución Nacional, el 
Congreso dictó la ley orgánica de 18 
de octubre de 1884 que erigió en 
nueve gobernaciones a dichos tertito- 
rios estableciendo sus límites, su ad- 
ministración y su gobierno. Poste- 
riormente, una ley de 9 de enero de 
1900 organizó una nueva goberna- 
ción: la de Los Andes. Cuando la 
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población de dichos territorios alcan- 
ce, según dijimos (1), el número de 
70.000 habitantes, éstos podrán ser 
emancipados por el Gobierno Fede- 
ral, declarándoseles Provincia Argen- 
tina, siendo este su destino implícito, 
tal como lo advirtió en su discurso, 
ya citado, el general Mitre — que lo 
pronunciara el 14 de setiembre de 
1869 en el Senado—, y estando so- 
metidos, mientras tanto, a la tutela 
del Poder Federal (2). 


4. — Al margen de la división po- 
lítica del país, existe dentro del terri- 
torio argentino un buen número de 
lugares que podrían calificarse técni- 
camente como zonas de influencia 


(1) Véanse págs. 38-39. 


(2) Véase Estrada, op. cit., págs. 422- 
427 y 429-430; González Calderón, op. 
cit., t. TI, págs. 191 y sig. 
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federal. Son lugares que se encuen- 
tran todos radicados dentro de los lí- 
mites de las Provincias y sometidos, 
virtual o constitucionalmente ha- 
blando, al imperio de su soberanía. 
Pero las necesidades de la acción mi- 
litar sobre ellos, los ha sustraído al 
imperio de dicha soberanía sin ha- 
berse llenado en la mayoría de los 
casos, los requisitos prescritos por la 
Constitución para el ejercicio de la 
jurisdicción exclusiva del recordado 
art. 67, inc. 27, para establecer 
fortalezas, arsenales, almacenes, etc. 
Hay allí, pues, una jurisdicción mi- 
litar exclusiva, no sólo en cuanto al 
destino de tales lugares — que sería 
lo jurídico, una vez llenados los re- 
quisitos constitucionales —, si que, 
también, en todas las demás manifes- 
taciones jurisdiccionales privativas 
de la Provincia donde el lugar some- 
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tido a dicha jurisdicción se hallare. 
En tal situación irregular, provocada 
por la intromisión del Poder Federal 
en el territorio de las Provincias, se 
encuentran, entre otras: en la pro- 
vincia de Buenos Aires, la zona ocu- 
pada por lo que se denomina Puerto 
Militar, la del Campo de Mayo y la 
de Fuerte Barragán; en la de Men- 
doza, el Campo de los Andes; en la 
de Córdoba, el Campo General Paz; 
en la de San Juan, el Campo General 
Sarmiento y así sucesivamente en las 
provincias de Salta y Catamarca. 

5. —Pero, esta situación lamen- 
table e inequívocamente atentatoria 
a las soberanías provinciales, se agra- 
va con la última interpretación dada 
por la Suprema Corte Nacional al ar- 
tículo 67, inc. 27 de la Constitución, 
en el sentido de que “quedan some- 
tidos a la legislación exclusiva del 
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Congreso los lugares que, dentro del 
territorio de las Provincias, sean o no 
propiedad de la Nación, han sido 
destinados a la construcción o para 
que en ellos funcionen establecimien- 
tos de carácter nacional” (1). 

Bien dice, al respecto, el doctor 
Bas: “No es ya siquiera el Congreso 
el que federaliza los territorios de las 
provincias; es simplemente el Poder 
Ejecutivo Nacional, o acaso el jefe de 
una repartición cualquiera, al alqui- 
lar una casa para el funcionamiento 
de una oficina, o el arriendo de un 
potrero para cría de caballos para el 
ejército. .. (2). : 

Los lugares ocupados por una 
aduana, por un colegio nacional, por 
una estación sanitaria, por un cuat- 


(1) Arturo M. Bas, op. cit., t. IL, pá- 
gina 14, 
(2 Bas. op. cit... t. IL. págs. 14-15, 
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tel, por una simple oficina del Go- 
bierno Nacional, dentro de una Pro- 
vincia cualquiera, crean otras tantas 
zonas de influencia federal, como las 
denominamos (1). 

6. —La isla de Martín García se 
encuentra así, como muchas otras is- 
las, aunque de menor importancia, 
apodadas al igual que ésta, en razón 
de su destino, islas militares, en una 
situación del todo regular si se con- 
sidera la división política del país 
antes enunciada. No pertenece ni al 
Distrito Federal de la Capital, ni a 
ninguna Provincia ni Gobernación 
Nacional. Por su condición geográ- 
fica, está fuera de los límites de cual- 
quiera de ellas. Y tampoco reviste el 
carácter de una entidad jurisdiccional 
sut generis. Es uno de los muchos te- 


(1) Véase, además, Zavalía, op. cit., 
pág. 356. 
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rritorios nacionales que quedan fue- 
ra de los límites asignados a las Pro- 
vincias y con respecto al cual aún no 
ha llegado el momento, según el Go- 
bierno Nacional, de erigirlo en Go- 
bernación. Sus habitantes — que lle- 
gan a 783 según el censo de 1914 — 
carecen del ejercicio de todo derecho 
político. Se gobierna exclusivamente 
a los fines de su utilización, por un 
comandante militar, el que, sin em- 
bargo, atiende también lo relativo al 
estado civil de las personas. 

Está militarizada, por así decirlo, 
la isla de Martín García, desde el 1? 
de febrero de 1886 en que una reso- 
lución del Poder Ejecutivo la hizo 
depender del Estado Mayor de la Ar- 
mada, de acuerdo con lo establecido 
por la ley de Presupuesto de ese año. 
Obvio es recalcar, en consecuencia, la 
mora de los Poderes Federales a su 
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respecto, para atribuirle una condi- 
ción jurisdiccional. Y todo ello sin 
perjuicio de que la población civil 
allí existente esté sometida, por la 
fuerza de las circunstancias, a un rl- 
guroso régimen militar en que hasta 
sus mismos derechos civiles llevan la 
peor parte. 

7. — Además de la isla de Martín 
García, existen en el territorio argen- 
tino varias islas marítimas que tam- 
bién están fuera de los límites que 
se asignan a las Provincias, no obs- 
tante corresponder geográficamente a 
la órbita jurisdiccional de la provin- 
cia de Buenos Aires, de la goberna- 
ción de Río Negro, de Santa Cruz, 
del Chubut o de Tierra del Fuego. Se 
hallan, en realidad, sometidas a un 
régimen militar, utilizadas, como lo 
son, únicamente para ese fin. Por eso 
se las denomina islas militares. Tales 
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son las islas Verde, “Trinidad, Berme- 
jo y Embudo en la costa de la pro- 
vincia de Buenos Aires, adyacentes a 
los puertos de Bahía Blanca y de Pa- 
tagones; las de Año Nuevo y de los 
Estados, en los mares del sur y den- 
tro de la jurisdicción de Tierra del 
Fuego. Habría que citar igualmente a 
las islas Nueva, Pikton y Lennox, 
situadas al sudoeste del canal de Bea- 
gle y cuyo dominio se disputan la 
República Argentina y Chile, estan- 
do pendiente la solución, por el tra- 
tado de 28 de junio de 1915, al fallo 
de Su Majestad Británica, árbitro que 
fué del aspecto principal de la cues- 
tión de límites. Y a las islas Malvi- 
nas y Orcadas, sometidas, cada una 
de ellas, a situaciones características. 

$. — Con respecto a tales islas, las 
citadas, no existe más régimen jurí- 
dico, políticamente hablando, que el 
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preceptuado por la Constitución Na- 
cional en su recordada disposición del 
art. 67, inc. 14, para los territorios 
nacionales “que queden fuera de los 
límites que se asignen a las Provin- 
cias”. Y como ni las leyes sobre or- 
ganización de los territorios naciona- 
les y creación de la Gobernación de 
los Andes de 1884 y 1900, respecti- 
vamente, se refirieran en nada a la 
isla de Martín García ni a las otras 
nombradas en el acápite anterior, 
fuerza es considerarlas con el mismo 
carácter en que fueron contemplados 
constitucionalmente los territorios 
nacionales antes de su erección en Go- 
bernaciones, o sea, como decía el ge- 
neral Mitre en 1869, como los terri- 
torios que accidental y condicional- 
mente guarda, a título de soberano, 
el Gobierno Federal “para emanci- 
parlos más tarde”. Algún día, pues, 
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vendrá para esas islas, hoy sometidas 
a la férula federal, en que sean eman- 
cipadas. 
Ahora bien; lo dicho lo ha sido 
desde el punto de vista del derecho 
público, que es el que nos interesa. 
Del punto de vista del derecho pri- 
vado, existe también para las referi- 
das islas un régimen de carácter ge- 
neral. Se trata de la ley de presupues- 
to para el año de 1912, cuyo artículo 
15, reglamentado por un decreto de 
30 de junio de 1913 dictado en 
acuerdo general de ministros, dispuso 
el levantamiento de inventarios ge- 
nerales de los bienes muebles e inmue- 
bles de propiedad de la Nación. Y, 
cumplida la misma en su disposición 
pertinente y respecto del ministerio 
de Marina, las islas aludidas figuran 
desde esa fecha entre dichos bienes 
inmuebles. Nada de vituperable ten- 
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dría esta situación, si dichas islas fue- 
sen utilizadas conforme al régimen 
jurídico privado que se les asignó. 
Pero como muchas son de cierta ex- 
tensión y en ellas vive alguna pobla- 
ción civil, el sistema implantado de 
la jurisdicción militar es incompati- 
ble, no solamente con el destino pri- 
vado de la cosa, si que, igualmente, 
con su destino de orden público, que 
al establecer el dominio accidental y 
condicional del Gobierno Federal, no 
presupone, ni aun tácitamente, la fé- 
rula militar. 

9, —El archipiélago de las Mal- 
vinas, parte integrante del territorio 
argentino y patrimonio territorial del 
dominio político de España en Amé- 
rica y de los primeros gobiernos pa- 
trios, depende geográficamente de la 
Patagonia argentina, y consta de dos 
grandes islas: la del oeste o Gran 
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Malvina y la del este, o Soledad de 
los españoles. Los ingleses al ocu- 
parlas, les dieron el nombre de Fal- 
kland islands. Están sometidas, des- 
de 1833, a un régimen que, sin va- 
cilar, calificaremos de antijurídico, el 
que dió lugar a la llamada cuestión 
de las islas Malvinas, es decir “la 
ocupación de las mismas por el go- 
bierno de Su Majestad Británica en 
1833, con la formal protesta de su 
legítimo soberano y poseedor, el go- 
bierno de la República Argentina, y 
la voluntad categóricamente expresa- 
da por parte de este último, de rein- 
tegrar las islas a su soberanía” (1). 

De ocurrir este último hecho, las 


(1) Lucio M. Moreno Quintana, El 
Sistema Internacional Americano, t. II. 
Buenos Aires, 1926, págs. 181-182, obra 
a la que remitimos al lector para mayores 
referencias. 
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islas Malvinas se hallarán, en cuanto 
a régimen jurídico de orden público, 
en las mismas condiciones de los te- 
rritorios nacionales que quedan fuera 
de los límites asignados a las Pro- 
vincias. 

10. — Las islas Orcadas que se 
encuentran, al igual de las Malvinas, 
en el Atlántico sur, más abajo del 
paralelo 60%, fueron ocupadas en 
1905 por la República Argentina en 
su carácter de res nullíus, sin perjui- 
cio de que también dependen geográ- 
ficamente del territorio argentino. 
Nuestro gobierno mantiene en ellas 
un observatorio meteorológico. Y, 
dentro de la división política del 
país, su condición jurídica es la mis- 
ma que la de las islas anteriormente 
estudiadas (1). 


(1) Véase Moreno Quintana, Op. Ctt., 
pág. 200. 
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LOS “CASOS” 


1. Situación de Puerto Militar. — 2. Régt- 
men de Campo de Mayo. — 3. La es- 
cuela de aviación de Fuerte Barragán. — 
4. Los campos militares. 


1.—La situación jurídica de Puer- 
to Militar, hoy llamado Puerto Bel. 
grano y situado en la entrada de la 
bahía adonde se levanta la ciudad de 
Bahía Blanca, es completamente anó- 
mala. - 


El origen de la construcción del 
Puerto Militar se encuentra en la ad- 
quisición, por el Gobierno de la Na- 
ción, de varias tierras de particulares 
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en las que fueron comenzadas las 
obras. Luego éste solicitó en 20 de 
febrero de 1897, del Gobierno de la 
provincia de Buenos Aires, dentro 
de cuya jurisdicción territorial se 
encuentra Bahía Blanca, la cesión, 
“previo los trámites legales que co- 
rrespondan”, de la mayor parte de 
la actual superficie del Puerto a la 
que pertenecen las zonas ocupadas 
por las baterías de costas, y el ferro- 
carril anexo a éstas, llamado estraté- 
gico. Por expropiación adquirió la 
Nación la zona que ocupa el arsenal. 
El 1* de junio de 1897 envió el Go- 
bernador de la Provincia, doctor 
Udaondo, un mensaje a la Legislatu- 
ra sometiéndole la precitada solicitud 
del Gobierno Nacional. Medidas y 
amojonadas las tierras en cuestión, 


éstas arrojaron una extensión de 
1620 hs., 48 as., 68 cs. Y no obs- 
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tante un despacho favorable de la 
- Comisión pertinente, la Cámara de 

Diputados provincial no sancionó 
el proyecto redactado. 

En la sesión del Senado provincial 
de 8 de junio de 1915, el entonces 
senador Héctor C. Quesada presentó 
un interesante proyecto sobre el par- 
- ticular, el que, a pesar de su sana pre- 
visión institucional y de su claro, 
aunque simplista articulado jurídico, 
aparentemente basado en la jurispru- 
dencía de la Suprema Corte de los Es- 
tados Unidos, acaso en el conoci. 
do y prestigioso fallo sobre la Milí- 
tary Reservation (Fort Leavenworth 
Railroad C* v. Percival G. Lowe), 
dictado el 4 de mayo de 1885 AS e 
tampoco fué sancionado. 


(1) “El Senado y la Cámara de Di- 
putados, etc. Artículo 1* Autorízase al Po- 
der Ejecutivo para donar al Gobierno de 
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Desde que se habilitó el Puerto 
con sus zonas, la situación de la gran 
población civil que allí reside, fué 


la Nación las tierras y solares fiscales, co- 
nocidos bajo el nombre de “Zona Militar 
de Puerto Belgrano” jurisdicción de Bahía 
Blanca, dentro de la superficie de 2.500 
hectáreas. Art. 2% Esta donación se hace 
mientras subsistan los arsenales, fortalezas 
y demás dependencias navales de la Nación 
existentes en la fecha, en aquel lugar, de- 
biendo volver esas tierras al dominio de la 
Provincia, toda vez que por cualquier cau- 
sa sean levantadas aquellas instalaciones. 
Art. 39 Todo arreglo que celebre el Poder 
Ejecutivo, en cumplimiento de esta ley con 
el Gobierno de la Nación, lo será a base 
de conservar a la provincia sus derechos de 
soberanía en cuanto se refiera al régimen 
administrativo, civil o judicial para la po- 
blación civil, debiendo dar cuenta a la Ho- 
norable Legislatura. Art. 4% Comuníquese 
al Poder Ejecutivo. (firmado) : Héctor C. 
Quesada'?. Hemos juzgado oportuno - re- 
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sustrayéndose paulatinamente a las 
diversas manifestaciones de la sobe- 
ranía provincial, para militarizarse, 


producir aquí, por ser de estricta aplicación 
a la doctrina sostenida, la del precitado fa- 
llo. Su traducción literal dice así: “1. De- 
recho Constitucional: Es exclusivo el poder 
legislativo del Congreso sobre las tierras 
dentro de un Estado compradas con su 
consentimiento para un objeto constitucio- 
nal. — 2. Jurisdicción sobre tierras, dentro 
de un Estado, ocupadas por los Estados 
Unidos: Cuando los Estados Unidos ad- 
quieren tierras dentro de un Estado en cual- 
quier otra forma que por compra con su 
consentimiento, para erigir fortalezas, arse- 
nales u otras obras necesarias para uso del 
Gobierno General, las formalidades para la 
ejecución de sus poderes, estarán exentas 
de toda ingerencia así como de jurisdicción 
del Estado que quisiera destruirlos o im- 
pedir su uso efectivo para los aludidos ob- 
jetos. Pero, cuando no se usen según tales 
formalidades, el poder legislativo del Esta- 
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en una palabra. Se instituyó, para 
ejercer jurisdicción en la zona del 
Puerto, a un jefe de asuntos civiles 


do sobre los lugares adquiridos será tan 
'pleno y completo como sobre cualesquiera 
otros lugares dentro de sus límites. — 3. 
Cuando es exclusiva en los Estados Unidos: 
La cesión de tierras por un Estado a los 
Estados Unidos será he:zha conforme a las 
condiciones que el Estado imponga paca la 
anexión, no incompatible con el uso libre y 
efectivo de aquellas tierras para los objetos 
aludidos. — 4. Cestón condicional a los 
Estados Unidos: Después de la admisión 
del Estado de Kansas, los Estados Unidos 
retuvieron solamente los derechos de un 
propietario común en el Fort Leavenworth 
Military Reservation; excepto como un 
instrumento para la ejecución de los po- 
deres del Gobierno General, en aquella 
parte del trecho utilizado actualmente como 
fortaleza o como puesto militar, que está 
fuera del control del Estado, por impuestos 
o de otro modo, como quisiera desvirtuar 
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que lo fué, y lo es siempre, un oficial 
de la Armada, el que atiende todo lo 
relativo a cuestiones de seguridad pú- 
blica, régimen municipal, educación 
pública, justicia de instrucción, re- 
gistro civil de las personas, superin- 
tendencia comercial, etc. 


¡Para qué decir que situación se- 
mejante lesiona en su más alto grado, 
no ya la propiedad de la provincia de 
Buenos Aires sobre tierras que no 


su uso para aquellos objetos. La cláusula 
del Acto de la Legislatura de Kansas de 
23 de febrero de 1875 cediendo la juris- 
dicción sobre la dicha Reservation salva 
para el Estado “el derecho de gravar los 
ferrocarriles, puentes y otras corporaciones, 
sus franquicias y: propiedades, en la dicha 
Reservation” es válida, y un impuesto so- 
bre un ferrocarril pagado al Estado no 
puede ser devuelto'* (véase U. S. Supreme 
Court Reports, book 29, págs. 525-542). 
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han salido de su dominio privado, si 
que la propia soberanía provincial! 
2. — Por ley de 6 de agosto de 
1901, se creó en jurisdicción del par- 
tido de General Sarmiento y parte 
del de San Martín, en la provincia de 
Buenos Aires, el acantonamiento mi- 
litar denominado Campo de Mayo, 
aprobándose las negociaciones reali- 
zadas por el Poder Ejecutivo para la 
adquisición de los terrenos y facul- 
tándosele a expropiarlos, conforme a 
la ley de la materia. En la actualidad 
y por virtud de ampliaciones poste- 
riores, el Campo posee una superficie 
de 2.545 hs. Siquiera en este caso, el 
aspecto de derecho privado, el de la 
adquisición de los terrenos, ha sido 
cumplido en debida forma. No así el 
de derecho público, porque la pro- 
vincia de Buenos Aires no ha dado 
hasta el presente ninguna ley para 
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despojarse de su soberanía sobre el 
precitado Campo; y las autoridades 
militares imperan en toda su exten- 
sión, no ya con el criterio de la legis- 
lación exclusiva restringida al objeto 
militar, sino con el amplísimo de la 
federalización. 

Allí, como en el caso de Puerto 
Militar, hay una gran población civil 
que hace su vida normal dentro de la 
zona militar. Y, por consiguiente, 
existen comercios de diversas clases 
que se realizan, como el de los can- 
tineros, que dió lugar a una conocida 
cuestión administrativa donde se dis- 
cutieron los principios básicos de la 
legislación militar exclusiva. En este 
caso, el que se podría repetir lo mis- 
mo con los médicos militares que 
ejerciesen su profesión respecto de 
particulares, o con cualesquiera otros 
profesionales o comerciantes dedica- 
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dos al ejercicio de sus respectivas ac- 
tividades dentro de los llamados 
campos o zonas militares, es indiscu- 
tible que les alcanza la facultad im- 
positiva emergente de la soberanía 
provincial en todo aquello que no 
fuese consecuencia inmediata y direc- 
ta de su función militar, amparada 
por la legislación exclusiva del ar- 
tículo 67, inc. 27, de la Constitución 
Nacional. De este modo se resolvió en 
el caso de las cantinas por decreto 
provincial de 22 de setiembre de 
1916, a raíz de un dictamen del ase- 
sor de Gobierno, doctor Reyna Al- 
mandos, el que sostuvo que dichas 
cantinas no eran dependencias admi- 
nistrativas del Estado, si que almace- 
nes de comestibles, bebidas y tabacos 
que ejercían un ramo del comercio 
gravado proporcionalmente por la 
ley de impuestos, estableciendo, ade- 


— 122 — 


LAS DOCTRINAS DE LA “FEDERALIZACION” 


más, que el hecho de funcionar las 
cantinas en los cuarteles, no parali- 
zaba la acción fiscal del gobierno de 
la Provincia porque, no obstante 
ejercer el Gobierno Nacional exclusi- 
va jurisdicción en aquéllos, ésta lo 
era únicamente con respecto al régi- 
men militar (1). 


3. — El 18 de agosto de 1916, el 


(1) Más tarde, se actualizó nueva- 
mente la cuestión de los cantineros, hasta 
que, por decreto de 3 de diciembre de 1925, 
se les denegó otra vez la exención de im- 
puestos al consumo en el expediente admi- 
nistrativo: “Ministerio de Hacienda, G- 
61 - 922 - 1925”, agregado al expediente 
“Dirección Gral. de Rentas, letra M, nú- 
mero 63.779, año 1925, mes 11, día 10”. 
Como consecuencia de esta resolución de- 
negatoria, varios cantineros iniciaron en 
1926 ante la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia un juicio contencioso-adminis- 
trativo, aún no fallado por dicho tribunal. 
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Poder Ejecutivo de la provincia de 
Buenos Aires elevó a la Legislatura 
un mensaje solicitando — como en 
el caso anterior de Puerto Militar — 
la autorización necesaria para ceder 
“con carácter definitivo” al Gobierno 
de la Nación, las chacras fiscales nú- 
meros 45 y 46 de la Ensenada, “con 
destino exclusivo a instalar en ellas 
una Escuela de Aviación de la Arma- 
da”, cediéndolas, entretanto, en ocu- 
pación. Sita en el emplazamiento del 
antiguo Fuerte de Barragán, la escue- 
la de aviación, que se instaló allí des- 
de entonces, podrá ver repetidas las 
innumerables cuestiones que dima- 
nan de las situaciones irregulares y 
de las interpretaciones capciosas que 
las autoridades militares asignan a la 
legislación federal exclusiva. A la Le- 
gislatura provincial corresponderá en 
su caso determinar, mediante la ley 
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de cesión pertinente, el alcance jurí- 
dico de la misma, inspirándola, en 
todo caso, con el criterio objetivo del 
proyecto del ex senador Quesada con 
referencia a la cesión de las tierras 
ocupadas por el Puerto Militar, sin 
perjuicio de ser debidamente amplia- 
do con la contemplación de sus di- 
versas consecuencias jurídicas, 


Más tarde, un decreto de la Inter- 
vención Nacional en la Provincia 
amplió la referida Escuela, acordán- 
dole en ocupación varios terrenos fis- 
cales. Esta fué trasladada posterior- 
mente a Punta del Indio, en la misma 
Provincia, comunicando el 9 de fe- 
brero de 1925 al Gobierno de la Pro- 
vincia el director de la Escuela de 
Aerostación Naval que las chacras 45 
y 46 continuaban al servicio de la 
aviación de la Armada. 

4. — Como lo dijimos antes de 
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ahora, lo relativo a los campos lla- 
mados militares tiene, en la dilucida- 
ción de las cuestiones que atañen a la 
legislación exclusiva, mucha mayor 
importancia, por la extensión de los 
mismos dentro del territorio de las 
Provincias, que la emergente de la si- 
tuación de simples cuarteles, cole- 
gios, etc. (1). “Tales campos o zonas, 
en los que se ejerce arbitrariamente 
por las autoridades militares del caso 
una jurisdicción exclusiva, no sólo 
en cuanto al aspecto meramente mi- 
litar, si que, igualmente, en todas las 
manifestaciones de una soberanía que 
sólo pertenece a la Provincia intere- 
sada, tienen extensiones que varían 
entre 1.429 y 85.000 hs. y dan mo- 
tivo, por consiguiente, a la mayor 
parte de las cuestiones institucionales 
del presente estudio. Hoy en día 


(1) Véanse págs. 62 y sig. 
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existen en la provincia de Buenos 
Aires, los siguientes: Campo de Ma- 
yo (2.545 hs.) y Campo de Caseros 
(445 hs.) ; en la de Mendoza: Cam- 
po de los Andes, en el departamento 
de Tunuyán (85.000 hs.) y Cuadro 
Nacional (2.000 hs.) ; en la de Cór- 
doba: Campo General Paz, en el de- 
partamento de Unión (12.320 hs.) : 
en la de San Juan: Campo General 
Sarmiento, en el departamento Mar- 
quezado (2.000 hs.); en la de Sal- 
ta: Campo General Belgrano (4.500 
hs.); y, en la de Catamarca: Campo 
General Las Heras (1.429 hs.) (1). 


(1) Véase Zavalía, op. cit., pág. 356. 
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EL “CASO” DEL PUERTO 
DE LA PLATA 


Il. — Su construcción y venta por la pro- 
vincia de Buenos Aires a la Nación. — 
Z. Consecuencias jurídicas de la venta: 
imperio de la soberanía provincial. — 3. 
La zona del Puerto: a) situación le- 
gal de los frigoríficos y otros estableci- 
mientos industriales; b) jurisdicción 
portuaria de la Nación; c) vida de las 
personas y de las instituciones. 


1. — En el año de 1883, el Go- 
bierno de la provincia de Buenos 
Aires construyó, en terrenos de su 
propiedad, el puerto de La Plata. 
Dado que la obra comprometía los 
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intereses del comercio y de la nave- 
gación, fué recabada y obtenida la 
autorización consiguiente del Gobier- 
no de la Nación, de conformidad con 
las disposiciones de la Constitución 
Nacional, quien, por el art. 2* de la 
ley n* 1.258, se reservó la jurisdic- 
ción que le correspondía, o sea la 
portuaria. Pero como la existencia de 
un puerto, bien público del dominio 
privado de la Provincia, no satisfacía 
aspiraciones nacionales, se celebró el 
29 de agosto de 1904, entre los Go- 
biernos de la Nación y de la Provin- 
cia, un convenio de compra-venta ad 
referendum del puerto y de sus terre- 
nos adyacentes, convenio que fué 
aprobado por leyes nacional y pro- 
vincial. 


Dos clases de bienes se enajenaron 
en dicha operación: 1* el puerto, bien 
público del dominio privado de la 
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Provincia, con sus diques, etc., y una 
serie de inmuebles, útiles y enseres 
enumerados en detalle, con excepción 
de ciertas obras; y, 2% los terrenos 
vendidos o enajenados de otro modo 
a particulares, bienes privados, por 
consiguiente, del dominio privado 
provincial (art. 1* del convenio). 


2. — En su articulado, el precita- 


do convenio revela todas las caracte- 


rísticas de una transacción de derecho 
común entre personas jurídicas de 
existencia necesaria y capacitadas pa- 
ra ello. Fué un contrato de compra- 
venta regido por los arts. 1323 y 
concordantes del Código Civil, en 
cuya virtud una de las partes cede y 
vende bienes de su dominio privado 
y la otra paga un precio en dinero. 
Y el objeto de la compra-venta, lejos 
de responder a necesidades de la de- 
fensa nacional, tuvo esencialmente en 
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cuenta el atender en forma más efi- 
ciente, por el Gobierno Nacional, las 
necesidades del comercio y de la na- 
vegación, por lo que no fué menester, 
de parte de la Provincia, el abandono 
de su soberanía. No tiene, pues, el 
caso descrito, analogía alguna con 
los de la federalización del municipio 
de la ciudad de Buenos Aires y de los 
partidos de Flores y de Belgrano, 
porque en estos últimos se cedió ex- 
presamente la soberanía provincial, 
en tanto que en el primero no se ope- 
ró, ni tenía porqué operarse, seme- 
jante condición (1). 

3. —a) La situación de los frigo- 


(1) Véase Moreno Quintana, La ju- 
risdicción de la Nación en el territorio de 
las Provincias (Doctrina ¡jurídica del 
art. 67, inc. 27 de la Constitución Nacto- 
nal. El Puerto de La Plata). La Plata, 
1927; Zavalía, op. cit., págs. 357-361. 
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ríficos y otros establecimientos in- 
dustriales, que no realizan ninguna 
función portuaria dentro de la lla- 
mada zona del puerto de La Plata, 
no tiene porqué revestir privilegio de 
ninguna especie para eludir las con- 
secuencias de la soberanía de la pro- 
vincia de Buenos Aires en toda la 
extensión de su territorio político 
desde que la venta del puerto y de su 
zona adyacente no ha tenido por vir- 
tud alterar los límites jurisdiccionales 
de dicha Provincia, ni federalizar esa 
parte de su territorio. 


b) Soberana en todo su territorio, 
la provincia de Buenos Aires cons- 
truyó — como se dijo — en terrenos 
de su dominio privado, el puerto de 
La Plata, bien público, con el con- 
sentimiento de la Nación, porque la 
Obra afectaba lo relativo al comercio 
y a la navegación y ésta se reservó 
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la jurisdicción portuaria que le co- 
rrespondía a mérito de lo dispuesto 
por la doctrina de los arts. 9%, 12, 26, 
67, incs. 1%, 9%, 12 y 16 de la Cons- 
titución Nacional. La calificación de 
la palabra puerto es la que determina 
la jurisdicción portuaria de la Nación 
y por ella ha de entenderse los diques 
y las dársenas construídos en las ri- 
beras y los fondeaderos exteriores 
donde entran los barcos. No excluye 
tampoco, de modo alguno, la juris- 
dicción portuaria de la Nación, la so- 
beranía, hasta el límite del agua, de 
la Provincia donde el puerto estu- 
viere construído. 


c) Por último, yendo a la realidad 
de las cosas, a la vida de las personas 
y de las instituciones en el puerto y 
en la zona del puerto de La Plata, 
fluye en su expresión más vibrante 
el imperio de la soberanía provincial. 
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La seguridad de las personas ha es- 
tado entregada al celo de la policía 
provincial, hasta que un decreto de 6 
de julio de 1923 del Poder Ejecutivo 
de la provincia de Buenos Aires or- 
denara el retiro de dicha policía “al 
solo objeto de evitar conflictos, dada 
la situación de hecho” — decía. 


Los actos del estado civil de las 
personas, nacimientos, matrimonios 
y defunciones, son denunciados e ins- 
critos en las oficinas pertinentes de 
la Provincia. La jurisdicción admi- 
nistrativa en el puerto la ejerce la 
Municipalidad de La Plata, perci- 
biendo el importe de las patentes y 
otros recursos edilicios. Los ciudada- 
nos que se domicilian en el puerto 
están inscritos en el padrón provin- 
cial de elecciones, así como casi todos 
los que figuran en la mesa 8, colegio 
electoral de Río Santiago, sección IV 
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de La Plata. Nada ha hecho, durante 
veinticuatro años, el Gobierno Na- 
cional, para bonificar su pretendida 
soberanía sobre el Puerto de La Plata 
y su zona. Carece allí de competen- 
cia el Juzgado Federal de sección 
como lo establece la ley nacional 
n* 48 (art. 3”, inc. 4%) y lo confirma 
la misma jurisprudencia. De no estar 
sometidas a la justicia provincial, las 
cuestiones civiles y comerciales no 
tendrían tribunales donde dirimirse: 
tampoco los juicios universales de 
sucesión, quiebra y concurso y los de 
valor inferior a pesos quinientos, ex- 
cluídos de la jurisdicción federal (ley 
11.927) 


- 136 — 


“EPILOGO 


Ninguna duda ha de abrigar quien 
se haya compenetrado lo bastante de 
lo dicho con respecto a las doctrinas 
de la federalización y de la legislación 
exclusiva en nuestro derecho público 
que, a esta altura del desenvolvimien- 
to de nuestras instituciones políticas, 
el mejor exponente jurídico de las di- 
versas cuestiones propuestas en el pre- 
sente trabajo, constitutivas en su 
esencia y visión de conjunto del pro- 
blema magno del federalismo argen- 
tino, lo sea el de un proyecto de ley; 
proyecto que, al abarcarlas mediante 
una previsora reglamentación en to- 
das sus fases, asuma el carácter de la 
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muy necesaria legislación orgánica 
del art. 67, inc. 27, de la Constitu- 
ción Nacional. Ha entrado ya en 
nuestro convencimiento, y de manera 
definitiva, que sólo con la sanción de 
tey semejante podrá hoy salvarse -— 
siquiera tuese en espíritu — lo poco 
que queda de la base fundamental del 
régimen adoptado por la República 
Argentina para su gobierno: el sis- 
tema federal. Y, merced a ese motivo, 
es que escudados en la argumenta- . 
ción jurídica expuesta antes de aho- 
ra, realizamos, con el proyecto exte- 
riorizado más adelante, aquello que, 
a nuestro juicio, constituye el más 
elocuente epílogo de esta obra, la más 
sentida prueba de amor a las institu- 
ciones fundamentales argentinas. 

En nuestro proyecto—que respon- 
de a las características ya citadas — 
hemos tratado no solamente de sal- 
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var en sus diversos aspectos la pleni- 
tud de las soberanías provinciales, 
como su articulado lo evidencia; 
también hemos querido hasta ponet- 
lo en consonancia con las crecientes 
exigencias federalistas de ahora, pero 
sin por ello dejar de respetar en un 
ápice todo el alcance que dimana del 
influjo jurídico de su exterioriza- 
ción. Importa, por eso mismo y has- 
ta cierto punto, una solución de ca- 
rácter conciliador entre la teoría ab- 
soluta de la ratificación legislativa de 
las Provincias, además de la condi- 
ción jurídica de adquisición por ven- 
ta o cesión, para el ejercicio de la 
legislación y jurisdicción nacional ex- 
clusivas en los territorios provincia- 
les, y las necesidades requeridas por 
una sana doctrina sobre la materia. 
La distinción que al respecto propo- 
nemos en nuestro proyecto, se basa 
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en la necesidad de la ratificación le- 
gislativa de las Provincias para el 
ejercicio de la legislación y jurisdic- 
ción nacionales exclusivas tratándose 
de establecimientos con tal carácter, 
a título permanente; y, en la omisión 
de ese requisito, si se tratare, simple- 
mente, de establecimientos a título 
transitorio (art. 8%). Y, la otra va- 
riante que introducimos, se basa en 
la no distinción de la condición ju- 
rídica de derecho privado, adquisi- 
ción o mera locación, para el cumpli- 
miento de los fines de derecho pú- 
blico (art. 3%). 

Para no darle al articulado de 
nuestro referido proyecto, un carác- 
ter demasiado preceptivo, hemos pre- 
ferido dar en nota de comentario del 
mismo, más particular y definida ra- 
zón de algunas de sus disposiciones. 
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Hélo aquí: ““El Senado y Cámara 
de Diputados, etc., sancionan con 
fuerza de Ley, el siguiente proyecto: 


Il. CONCEPTOS GENERALES 


Artículo 1* — “Todos los lugares 
y establecimientos de utilidad nacio- 
nal existentes dentro de los límites 
atribuidos por el H. Congreso a las 
Provincias y en los que, ya sea por 
mandato de prescripciones constitu- 
cionales, ya en virtud de decisiones 
de la Suprema Corte o de decretos del 
Poder Ejecutivo, se ejerza una legis- 
lación nacional exclusiva, quedan, 
desde la sanción de la presente ley, 
sometidos totalmente al imperio de 
sus disposiciones, de conformidad a 
lo prescrito por el art. 67, inc. 27, 
de la Constitución Nacional. 
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Art. 2? —Por establecimientos de 
utilidad nacional se entienden los lu- 
gares en que se hayan levantado for- 
talezas, arsenales o almacenes, y to- 
dos aquellos que, por su utilización, 
han sido destinados a la defensa mi- 
litar, naval o aérea de la Nación, o 
que, en definitiva, estén afectados a 
un fin de aprovechamiento federal: 
administrativo, sanitario, cultural, 
portuario o ferroviario. 


Art. 3? — No importa, a los efec- 
tos de la aplicación de las disposicio- 
nes de esta ley, que la Nación haya 
adquirido o no el dominio sobre los 
referidos lugares. Siempre que el es- 
tablecimiento de que se trate respon- 
da a uno de los fines de interés na- 
cional precitados, surte todos sus 
efectos la legislación exclusiva del 
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ed 
H. Congreso y la consiguiente juris- 
dicción del Gobierno Nacional (1). 


II. FEDERALIZACIÓN 


Art. 4? — La Nación renuncia 
desde ya por esta ley, a solicitar de 
lós Órganos pertinentes del Gobierno 
de las Provincias, la alienación de 
su soberanía sobre cualesquiera luga- 
res de su territorio político, salvo en 
el caso, para la actual provincia de 
Buenos Aires, de la ampliación del 
ejido ocupado por la Capital Fe- 
deral (2). 


(1) Así, si la Nación es mera arren- 
dataria del lugar cuestionado, habrá legis- 
lación y jurisdicción exclusivas toda vez 
que allí se haya erigido un establecimiento 
con carácter nacional. ON 

(2) Cumplido en esencia, como lo ha 
sido con la ley de 21 de setiembre de 1880 
sobre federalización del municipio de la 
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pr 
III. LEGISLACIÓN Y JURISDICCIÓN 
EXCLUSIVAS 


Art. 5” — La legislación y juris- 
dicción exclusivas que el Gobierno 
Nacional puede ejercer en aquellos 
lugares adquiridos por compra o ce- 
sión, o, simplemente, ocupados a tí- 
tulo de locación o de arrendamiento, 
en cualesquiera de las Provincias, pa- 
ra establecer fortalezas, arsenales, al- 
macenes, fábricas de implementos de 


ciudad de Buenos Aires, con el mandato 
constitucional de dar una Capital a la Re- 
pública (art. 3% Constitución Nacional), 
sería inconveniente admitir la posibilidad 
legal de federalizar más territorios provin- 
ciales, de no ser, en caso de necesidad, para 
ampliar el municipio de la Capital Federal. 
No habrá, pues, en el organismo guberna- 
tivo argentino, más caso de federalización 
que el tequerido por la creación de la Ca- 
pital de la Nación. 
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guerra, bases navales, astilleros, puer- 
tos, oficinas administrativas, hospi- 
tales, asilos y estaciones sanitarias, 
colegios, escuelas, estaciones ferrovia- 
rias o cualesquiera otros estableci- 
mientos u obras públicas de utilidad 
nacional, no obsta en modo alguno 
al imperio de las respectivas sobera- 
nías provinciales en sus diversas ma- 
nifestaciones del orden político, ad- 
ministrativo, judicial, policial o fi- 
nanciero, como asimismo al desenvol- 
vimiento pacífico de la existencia y 
al ejercicio de los derechos civiles y 
políticos de las personas que habita- 
ren O hicieran su vida normal dentro 
de los establecimientos, zonas o lu- 
- gares nacionales y se restringe, por 
el contrario, al cumplimiento de los 
fines de su institución. Y este com- 
prende, genéricamente hablando, tan- 
to la erección del establecimiento, 
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como su funcionamiento, manteni- 
miento y control por la Nación. Por 
lo tanto no ejercerá el Gobierno de 
la Nación en los referidos lugares 
destinados a la defensa nacional, 
otras legislación y jurisdicción ex- 
clusivas que la restringida al orden 
militar o al naval, en su caso; ni, 
asimismo, en los puertos, que la por- 
tuaria: en las oficinas, que la admi- 
nistrativa: en los establecimientos de 
salubridad, que la sanitaria; en los 
colegios y escuelas, que la cultural; 
en los ferrocarriles, que la ferrovia- 
ría, etc. 

Art. 6” — Ninguna de las activi- 
dades profesionales o industriales que 
se desenvolvieren al margen del fin 
político, por cualquier motivo, den- 
tro de las zonas o lugares ocupados 
por establecimientos de utilidad na- 
cional, serán consideradas como sus- 
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traídas al imperio de las respectivas 
soberanías provinciales, ni exentas 
del pago de los impuestos estable- 
cidos. La actividad comercial, por 
más que ejercida dentro de los luga- 
res sometidos al ejercicio de una le- 
gislación y jurisdicción nacional ex- 
clusivas, será en modo alguno equí- 
parada a la función política (1). 


Art. 7” — Sea o no de propiedad 
de la Nación el lugar donde estuviere 
radicado un establecimiento de utili- 
dad nacional, una vez cerrado el 
establecimiento, levantadas sus ins- 


(1) Obvio es el motivo de esta dispo- 
sición, tendiente a que, bajo conceptos fun- 
damentales de la defensa terrestre, naval o 
aérea de la Nación, se guarezca un propó- 
sito de lucro, Bajo esta sanción, caerían los 
frigoríficos de la zona del puerto de La 
Plata, y los médicos militares —acaso—y 
los cantineros de Campo de Mayo. 
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talaciones, o fenecida de cualquier 
manera función, cesan ipso jure 
las pto. REE y jurisdicción 
exclusivas (1). 

Art. 8”—Para que proceda el ejer- 
cicio de la legislación y de la juris- 
dicción exclusivas, siempre que se 
trate de establecimientos con carácter 
nacional a título permanente, como 
ser establecimiento de plazas fuertes, 
bases navales, colegios, etc., será re- 
querido de las Legislaturas de Pro- 
vincia su consentimiento en la forma 
prescrita por las respectivas Consti- 
tuciones. Si se tratare de estableci- 
mientos a título transitorio, no será 


(1) Aificada y determinada en cuan- 
to al objeto de su institución la legislación 
y jurisdicción nacionales exclusivas, queda 
entendido que, una vez fenecido el objeto 
de éstas, ninguna razón existe para man- 
tener sus consecuencias. 
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requerido tal consentimiento. Las 
Legislaturas y la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en su caso, se- 
rán únicos jueces del carácter perma- 
nente o transitorio del establecimien- 
to de utilidad nacional. 


IV. EFECTOS DE LA CESIÓN DE TIE- 
RRAS PROVINCIALES PARA ESTABLE- 
CIMIENTOS DE UTILIDAD NACIONAL 


Art. 9? — Cuando se trate de ce- 
sión, por parte de las Provincias a la 
Nación, de territorios o lugares para 
la radicación de los referidos estable- 
cimientos, queda sobreentendido que 
ésta se circunscribe, en cuanto al or- 
den político, al ejercicio de la legis- 
lación y jurisdicción nacionales ex- 
clusivas; y, en cuanto al tiempo, 
únicamente a aquel necesario para el 
cumplimiento de la finalidad previs- 
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ta. Fenecida, para éstos, su función, 
vuelve de pleno derecho a la Provin- 
cia interesada el dominio sobre el lu- 
gar cedido. 

Art. 10. — Si un lugar o zona del 
territorio de las Provincias, adqui- 
rido o arrendado por la Nación, sólo 
en parte fuese dedicado a un estable- 
cimiento nacional, la legislación y ju- 
risdicción exclusivas alcanzarán úni- 
camente al establecimiento y, en nin- 
gún caso, al territorio sobrante en el 
que la Nación se subordinará a la 
mera condición jurídica de propieta- 
ria O locataria civil. 


V. DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Art. 11. — Para regularizar la si- 
tuación de la Nación a los efectos de 
esta ley y respecto de los lugares del 
territorio de las Provincias ocupados 
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con establecimientos nacionales sin 
haber mediado de parte de éstas, ven- 
ta, cesión o arrendamiento, el Poder 
Ejecutivo solicitará o reiterará a los 
respectivos Gobiernos de Provincia 
la solicitud de su acquiescencia para 
cualquiera de las formas expresadas. 
Art. 12. — Comuníquese, etc.”. 
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